
 
  

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS, SUSCRITA 

POR DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA Y SIN PARTIDO 

Exposición de Motivos 

Antecedentes históricos 

Desde las etapas más remotas en la historia de la sociedad, la colaboración entre las personas se ha manifestado 

a partir del sentido común de las mismas, siendo este un factor predominante para la satisfacción de intereses 

tantos individuales como colectivos. Por ello, podemos afirmar que a partir de la cooperación entre los hombres 

se comienza a gestar la historia de la humanidad. 

El cooperativismo siempre ha estado presente en la historia de la civilización, se han encontrado vestigios de 

prácticas cooperativas en el antiguo Egipto, que datan de tres mil años antes de Cristo. Aunque también se habla 

de cooperativismo entre los persas, fenicios, griegos y romanos. 

En México, los historiadores han hallado rastros de prácticas cooperativas desde antes de la época colonial, 

puesto que los antiguos pobladores del continente basaban su estructura económica, política y social en 

fundamentos similares a los del cooperativismo. Asimismo, durante la época colonial, se crearon los “Pósitos” 

que servían como almacenes colectivos en los que los indígenas depositaban el producto de sus cosechas, en 

prevención de malas temporadas. 

En el marco internacional, Robert Owen considerado por muchos autores como el padre del cooperativismo, se 

dedicó a escribir y defender la visión del cooperativismo, publicando en 1813 el libro “Nueva visión de 

sociedad, ensayo sobre la formación del carácter humano”; y en 1815 el libro “Observaciones sobre el efecto 

del sistema manufacturero”. En tales libros se expresan planteamientos que radicaban en la posibilidad de 

sustituir al sistema capitalista por otro sistema en el cual los obreros se unen a fin de crear una nueva realidad 

basada en la ideología cooperativa, con el objeto de que las empresas sociales sean más rentables que las 

industrias. 

Bajo tales planteamientos, para 1832 en el Reino Unido existían alrededor de 500 cooperativas con 20 mil 

trabajadores, motivo por el cual Robert Owen centró su trabajo en defender los intereses de los trabajadores, 

vinculándose con el movimiento obrero a fin de crear la Gran Unión Consolidada de Oficios, la cual tendría por 

objeto concentrar a todo el movimiento obrero británico. 

Tales acontecimientos sirvieron de precedente al cooperativismo moderno, el cual surgió el 24 de octubre de 

1844 en Inglaterra, cuando 28 trabajadores de una industria textil en la ciudad de Rochdale, aportando 28 

peniques cada uno, formaron una empresa denominada “Rochdale Equitable Pioneers Society”, la cual basó su 

funcionamiento en los valores y principios cooperativos. Por lo tanto, podemos hablar de dicha empresa como 

la primera de carácter cooperativo, la cual, siguiendo los ideales de Robert Owen, comenzó a gestar la 

posibilidad de desarrollar un sistema económico alternativo basado en la cooperación entre los hombres. 

Estos primeros cooperativistas, conocidos como los Pioneros de Rochdale, crearon una serie de normas y 

principios que fueron presentados ante la Cámara de los Comunes del Reino Unido, siendo la semilla de los 

Principios Cooperativos que en la actualidad rigen a este movimiento. Tales principios residen en: 

I. Adhesión voluntaria y abierta de los socios; 

II. Control democrático de los miembros; 



 
  

III. La participación económica de los miembros; 

IV. Autonomía e independencia de la sociedad cooperativa; 

V. Derecho a la educación, formación e información; 

VI. Cooperación entre cooperativas; y 

VII. Compromiso con la comunidad. 

Es así que podemos hablar de la cooperativa como una empresa que organiza los factores de la producción para 

realizar una determinada actividad productiva ya sea de producción de bienes o de prestación de servicios, y que 

opera a partir de las aportaciones al capital social que hacen sus socios; pero este capital tiene ciertas 

características que lo hacen diferente a otras empresas, porque en la cooperativa lo fundamental es la asociación 

entre personas y el capital social es sólo un instrumento, un medio por el cual se vale un grupo de personas para 

satisfacer una necesidad, ya sea la producción de bienes o la prestación de servicios, la comercialización, el 

crédito o la distribución de artículos de consumo, lo cual significa que los recursos económicos son sólo una 

herramienta para el logro de un objetivo y no el objetivo como tal. 

Conocidos estos antecedentes históricos, resulta difícil encasillar al movimiento cooperativo en alguna 

corriente, política, económica, de producción o filosófica, ya que como se ha señalado, el cooperativismo surge 

de manera natural entre los hombres con el fin de lograr una sociedad más justa mediante el trabajo colectivo y 

fraternal. Es por ello que el cooperativismo ha sido siempre una alternativa viable para aquellas personas que se 

han visto marginadas de los modelos clásicos de producción. 

A partir de estos argumentos, es importante considerar que la bonanza en la producción debe verse reflejada en 

los estándares de bienestar del ser humano, puesto que la economía debe servir al hombre y no éste a la 

Economía, ya que la mano de obra no es una mercancía. 

Las sociedades cooperativas permiten pues, canalizar el esfuerzo del hombre que trabaja tanto para mejorar su 

nivel de vida, como el de su familia y el de su comunidad, generando una riqueza equitativa que contribuya al 

bienestar general y al bien hacer y el bien ser de las personas, permitiéndoles alcanzar niveles más decorosos de 

vida, siendo un eslabón en la consecución de la justicia social y la dignificación del ser humano. 

En efecto, los objetivos del sistema cooperativo básicamente consisten en contrastar la propuesta cooperativa de 

distribución de la riqueza con el actual régimen individualista; ser el medio en virtud del cual todos podamos 

llegar a ser económicamente más fuertes, socialmente más competentes y cívicamente más ilustrados; 

transformar moralmente a los hombres haciendo sus intereses coincidentes; eliminar la ganancia especulativa; 

proteger al individuo de acciones orientadas por un poder centralizado y preservar su libertad sin renunciar a su 

responsabilidad individual; cambiar el espíritu de las actividades económicas por la ayuda mutua, pero sin 

renunciar a la lícita participación que le corresponde a los socios por los excedentes, poniendo al alcance de 

todas las personas la posibilidad de entrar en la vida activa de la economía. 

Antecedentes legales 

A lo largo de la historia moderna, en nuestro país se ha presentado una gran variedad de manifestaciones del 

cooperativismo, las cuales se han observado casi paralelamente al movimiento internacional, ejemplo de ello 

son los pueblos hospitales fundados por el obispo Vasco de Quiroga, en Michoacán en el siglo XVI, los cuales 

debido a su forma de organización y funcionamiento perfectamente pueden ser considerados como vestigios del 

cooperativismo primitivo; en 1839 se funda en el estado de Veracruz la caja de ahorros “Orizaba” la cual 



 
  

también fungía como casa de empeño; en el año 1873, con 44 socios, se constituyó la “Cooperativa de Sastres 

de la Ciudad de México”, la cual funcionaba como una especie de banco, de montepío y como caja de ahorros, 

y en 1876 los obreros ferroviarios de la Estación Buenavista del Distrito Federal constituyeron la primera 

Sociedad Cooperativa de Consumo. 

A pesar de que el movimiento cooperativo funcionaba y se expandía rápidamente por el país, las sociedades 

cooperativas carecían de reconocimiento legal, y no fue sino hasta el año de 1889 cuando el Código de 

Comercio las reconoció como “unidades económicas, con características de organización y funcionamiento 

diferentes a las de la empresa privada”, dotándolas de una figura legal, aunque imprecisa y de carácter irregular. 

No siendo óbice al reconocimiento legal, en la etapa histórica denominada como el “Porfiriato” se neutralizó el 

espíritu y desarrollo del cooperativismo en nuestro país, lo cual se vio reflejado en un olvido hacia el sector y en 

un freno a su expansión. 

Con el inicio del movimiento revolucionario, el cooperativismo obtuvo su anhelada oportunidad de avance y 

expansión, la cual alcanzó su cúspide al triunfar la Revolución. Así pues, el movimiento cooperativo creció 

rápidamente de 1911 a 1926, todo ello a pesar de la inexistencia de un marco jurídico para su regulación. 

Para 1927, el presidente Plutarco Elías Calles promulgó la primera Ley Cooperativa, aunque ha de mencionarse 

que dicha ley era de carácter restrictivo, pues el Ejecutivo la promulgó en venganza por no haber contado con el 

apoyo de los cooperativistas en su campaña electoral. La promulgación de tal ley y la orientación de la misma 

se gestó bajo las presiones que significaba el crecimiento del movimiento cooperativo, ya que dicho 

movimiento dio origen a un partido político denominado Partido Nacional Cooperativista, el cual para 1923 

había ganado la gubernatura de San Luis Potosí y el ayuntamiento de la Ciudad de México y su líder, Jorge 

Prieto Laurents, se había fortalecido en resistencia al Ejecutivo. 

Seis años después, en 1933, el presidente Abelardo L. Rodríguez promulgó la segunda ley cooperativa con la 

intención de mejorar el sentido social de la primera ley, con ello el Partido Nacional Cooperativista se vio aún 

más fortalecido, ya que la nueva ley reflejó significativamente la simpatía del entonces presidente por la 

doctrina cooperativa. No obstante lo anterior, los caudillos militares no estaban dispuestos a ver su hegemonía 

disminuida, y combatieron al partido hasta hacerlo desaparecer. 

Para 1938, el presidente Lázaro Cárdenas, considerado el gran promotor del cooperativismo mexicano, 

promulgó la tercera ley de cooperativas de nuestro país. Dicha ley no podía mantenerse ajena al proceso interno 

posrevolucionario, ni refractario al influjo exterior, por ello el contenido de la ley tenía previstos elementos que 

mostraban el afán clasista de sus redactores, los cuales veían en el cooperativismo una organización de 

trabajadores, por lo cual sentían que el desarrollo y fortalecimiento de las sociedades cooperativas era uno de 

los caminos para llegar a la nueva sociedad. 

Aunado a ello, el Estado mexicano veía la necesidad de participar en las cooperativas como un socio que 

salvaguardara la orientación de estos organismos, y que los mantuviera de alguna manera bajo la influencia o la 

tutela del mismo. 

Posterior a la etapa histórica denominada como el “Cardenismo” nuestro país siguió presentando ritmos 

acelerados de crecimiento del movimiento cooperativo nacional, los cuales se pueden ver reflejados en un 

estudio realizado en 1978 por la Dirección General de Fomento Cooperativo de la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social, el cual arrojo los siguientes datos: a nivel nacional durante el periodo de 1938 a 1976 se 

integraron un total de 6 mil 610 cooperativas, de las cuales 4 mil 298 eran de producción y 2 mil 312 de 

consumo, sumando un total de 518 mil 596 socios. 



 
  

En ese mismo año surgieron una serie de políticas públicas destinadas al sector cooperativo, entre las cuales, 

por acuerdo presidencial, se creó la Comisión Intersecretarial de Fomento Cooperativo, que tendría por objeto 

apoyar un sostenido crecimiento del cooperativismo en México. 

En los años posteriores a 1978, si bien el cooperativismo mexicano siguió creciendo, sus ritmos de crecimiento 

eran muy inferiores a los presentados años atrás, aunque no por ello dejaron de colaborar ambiciosa y 

significativamente al desarrollo nacional. Diez años después a la realización de aquel primer estudio sobre la 

presencia de las cooperativas en México, se realizó un segundo estudio por parte de la Unidad Coordinadora de 

Políticas, Estudios y Estadísticas del Trabajo, de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, el cual muestra 

que en 1988 existían en México un total de 8 mil 17 cooperativas, con un total de 349 mil 47 socios. 

Ante tal panorama, el movimiento cooperativo nacional exigía una nueva legislación acorde a su problemática y 

a sus necesidades, por ello en el año de 1994 se publicó una nueva ley relativa al sector. Esta ley decretó la 

desaparición de la Dirección General de Fomento Cooperativo de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, 

delegando la responsabilidad de función y control estadístico del cooperativismo a la Secretaría de Desarrollo 

Social. Tal legislación en aquella época significó un gran avance para el cooperativismo nacional, puesto que, 

además de dotar a las sociedades cooperativas de un reconocimiento legal más preciso, se dio reconocimiento a 

los diferentes tipos de sociedades cooperativas, se reguló su fomento, constitución, funcionamiento, 

organización y extinción. 

A pesar de lo anterior, sí bien dicha legislación en su momento fue de gran importancia para el movimiento 

cooperativo nacional y obtuvo el reconocimiento de la Organización Internacional del Trabajo como una de las 

más avanzadas en el mundo, hoy en día se ha visto rebasada en muchas de sus disposiciones entre las que 

destacan: la imposibilidad de que personas morales puedan formar parte de cooperativas, la falta de un esquema 

agil de liquidacion y disolucion, la falta de homologacion en la base para la creación de fondos sociales, entre 

otras, debido a que la temporalidad, necesidades y problemática del presente es distinta a la existente en aquella 

época. 

Adicionalmente es de suma importancia que se reconozca plenamente en el marco juridico mexicano, el que las 

sociedades cooperativas se podrán dedicar libremente a cualquier actividad económica lícita, estableciendo las 

disposiciones necesarias para que las politicas publicas y la legislacion permitan la operación de cooperativas de 

seguros, de salud, de energias, entre otras. 

De lo anterior se desprende la necesidad de una nueva ley que contemple la realidad económica y social del país 

y que sea capaz de responder a las necesidades del cooperativismo mexicano, de dotar al sector de herramientas 

que sean verdaderamente útiles y aplicables para su crecimiento y consolidación, así como de eliminar los 

vicios que impiden su promoción y obstaculizan su desarrollo. 

Contexto actual y justificación de la iniciativa 

Para esta propuesta, se ha considerado que hoy no es necesario pensar en una sociedad cooperativa como una 

organización que sólo puede estar integrada por trabajadores. 

Ciertamente todos los socios cooperativos están obligados a aportar trabajo y dinero para su constitución, 

operación y funcionamiento de sus organismos, pero candidatos a formar sociedades cooperativas son todos los 

ciudadanos, y no necesariamente sólo los obreros o campesinos, es decir, el cooperativismo de hoy abre la 

posibilidad de que cualquier persona abrace sus valores y principios, y a partir de ello pueda desarrollar 

modelos alternativos de producción, ahorro y consumo. 



 
  

Según algunos de los más acuciosos especialistas en la numeralia histórica del cooperativismo, entre 1896 y 

1910 los afiliados cooperativistas pasaron de ser unos cuantos miles a más de 16 millones en el mundo (según 

afiliados a la Alianza Cooperativa Internacional), pero de esa fecha a 1995 los cooperativistas se multiplicaron 

por cincuenta, hasta sobrepasar los 800 millones. Una tasa de crecimiento que muy pocos fenómenos sociales 

han registrado en la historia durante un periodo tan significativo, en 1930 sumaban 125 millones y en 1972 el 

censo alcanzó la cifra de 340 millones de afiliados. Hoy en día, los miembros de cooperativas en todo el planeta 

superan los 800 millones. 

Aunado a lo anterior y al gran desarrollo y expansión internacional del movimiento cooperativo, sobran los 

ejemplos exitosos de que es posible aspirar a la viabilidad económica y a la responsabilidad social. 

Por ejemplo, en Europa existen unas 300 mil cooperativas que emplean a cerca de 5 millones de personas. Están 

presentes en todos los Estados e influyen en la vida cotidiana de más de 140 millones de ciudadanos, que son 

socios de cooperativas. 

En el continente americano también tenemos ejemplos exitosos del cooperativismo, en Argentina, por ejemplo, 

existen más de 18 mil cooperativas que reúnen a una cifra superior a los 9 millones de miembros; en Canadá 

una de cada 3 personas es miembro de una cooperativa. Sólo el movimiento “Desjardins” en Quebec reúne a 

más de 5 millones de socios; en Colombia y Costa Rica 10 por ciento de la población es miembro de 

cooperativas y en Estados Unidos 25 por ciento de su población es miembro de una cooperativa. 

Además, tenemos otros ejemplos exitosos del cooperativismo en el mundo, entre los cuales destacan India, en 

donde los miembros de cooperativas superan los 240 millones de personas; Japón donde una de cada 3 familias 

es cooperativista; Kenia donde una de cada 5 personas es socia de una cooperativa y Singapur donde los 

cooperativistas suman 1 millón 400 mil socios, lo cual representa una tercera parte de su población. 

Ante ello, podemos percatarnos de que a lo largo de quince lustros el cooperativismo pasó de ser un intento 

marginal o secundario de desarrollo en el mundo, al convertirse en uno de los movimientos más sustentables y 

de constante crecimiento, hasta conseguir estar presente en todos los regímenes económicos, bajo todo tipo de 

gobiernos y con el carácter gremial que en muchos lugares tuvo originalmente; el cooperativismo fue 

trasminando y ocupando espacios, hasta que hoy en día lo mismo representa conglomerados industriales que 

combinados agrícolas, centros financieros empresas de salud o de seguros. 

En razón de lo anterior, en el año dos mil siete se adicionó la fracción XXIX-N al artículo 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de establecer la facultad del poder legislativo para expedir leyes 

en materia de sociedades cooperativas. Con ello se inicia la reorientación jurídica del derecho social y 

cooperativo en México. Cosa que coincide, y de alguna manera también se explica, con el fracaso de la política 

neoliberal que ya ha cumplido tres décadas sin haber reducido el desempleo ni la pobreza, y sin haber 

conseguido que la marcha económica genere desarrollo social, es decir, en el que se registren mejores índices de 

vida y convivencia. 

Dicha adición prevé que el Congreso de la Unión tiene facultad, ”Para expedir leyes en materia de constitución, 

organización, funcionamiento y extinción de las sociedades cooperativas...”. En este sentido, y con el propósito 

de establecer con claridad la diferencia existente entre la cooperativa y la empresa mercantil, lo primero que se 

debe hacer es tomar en cuenta la naturaleza de la cooperativa respecto de otros sujetos de derecho y a 

continuación distinguir la finalidad que las cooperativas persiguen. 

Aunado a lo anterior, al revisar la exposición de motivos que sustentó, en su momento, dicha adición 

Constitucional, se aprecia la necesidad de diferenciar a las sociedades cooperativas respecto de las sociedades 

mercantiles; dicha exposición de motivos a la letra prevé que: 



 
  

“se concluye que las cooperativas, aunque se organizan y operan en forma de empresa para actuar con 

eficiencia en el mundo de los negocios, no son de naturaleza mercantil; sino que tienen su propia naturaleza 

social, autónoma y doctrinaria, que amerita ser reconocida jurídicamente.” 

De lo anterior, se desprende que la presente iniciativa busca separar a las sociedades cooperativas de la 

legislación mercantil, preservando su carácter eminentemente social Por ello, tomando como base la facultad 

expresa del Congreso de la Unión para legislar en materia cooperativa se busca lograr la armonización de la ley 

con la Constitución, puesto que la legislación en materia de sociedades cooperativas no es una ley especial sino 

una general, ya que en la Constitución existe facultad expresa para legislar respecto de dicha materia. 

Ademas es necesario que esta nueva ley considere y promueva el modelo empresarial cooperativo para crear y 

mantener empresas sostenibles, reconozca que las cooperativas no sólo crean y mantienen empleo, sino que, 

además aportan desarrollo y contribuyen a un mayor progreso social y económico y que las cooperativas son 

diferentes de las empresas de capital, por lo tanto, se requiere una ley que reconozca sus particularidades. 

Con base en los argumentos anteriores, se considera de suma importancia expedir una nueva Ley General de 

Sociedades Cooperativas, la cual sea capaz de garantizar el desarrollo del cooperativismo. 

Sobre el carácter social de las sociedades cooperativas entre las inquietudes de los miembros de cooperativas, se 

encuentra lo relativo a la definición sobre el lucro en sus actividades, temática controversial debidamente 

fundada, puesto que la discusión sobre el carácter sin fines en lucro de las cooperativas ha representado una 

gran problemática para el sector, la cual se ha quedado en ese terreno, como un debate que no soluciona nada, ni 

presenta argumentos para su solución. 

Ante tal panorama, la presente iniciativa pretende dar solución a tal controversia, puesto que en el texto de la 

ley se prevé que las sociedades cooperativas no tienen fines de lucro, y se establece lo reflejado en la tesis de 

jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación “Novena Época; Primera Sala; SJF, de 

febrero de 2007, donde menciona que “la naturaleza jurídica de las sociedades cooperativas de producción es 

diversa a la de las sociedades mercantiles eminentemente capitalistas, pues las primeras son de carácter social, 

esto es, se rigen por los principios de solidaridad, esfuerzo propio y ayuda mutua, con el propósito de satisfacer 

necesidades individuales y colectivas a través de la realización de actividades económicas de producción y 

distribución de bienes y servicios; mientras que las segundas no tienen estas características sociales. De ahí que 

las aludidas cooperativas deben recibir un trato diferente para efectos del impuesto sobre la renta, pues sería 

contrario a su objeto equipararlas con otras sociedades, pues si bien tienen como fin la comercialización de 

bienes y servicios para obtener la mayor ganancia posible, ello es mediante una actividad económica social -no 

necesariamente mercantil-, lo cual debe entenderse como un medio y no como un fin...”. 

Desde tal perspectiva, la naturaleza de la actividad cooperativa es distinta a la actividad que se desarrolla en 

otro tipo de empresas. Por tanto, la actividad entre la cooperativa, sus asociados y sus clientes no puede recibir 

el mismo tratamiento desde el punto de vista jurídico que el que reciben las empresas de carácter mercantil. 

Con ello la presente iniciativa pretende dejar atrás la discusión sobre el carácter sin fines de lucro del 

cooperativismo, toda vez que hoy sabemos que toda empresa debe ser rentable, y que las cooperativas son 

empresas sociales, en las cuales el lucro se presenta como un medio y no como el fin de éstas. 

Sobre la naturaleza social y no mercantil de las sociedades cooperativas 

Otro de los temas que consideramos necesario y adecuado, es derogar las disposiciones que vinculan a las 

sociedades cooperativas con las normas y formas de operación mercantil. Las sociedades cooperativas no 

pueden ser consideradas sociedades de carácter mercantil, al revisar la ley vigente podemos percatarnos de la 



 
  

incertidumbre e inexactitud del trato que se les ha dado. Aunado a ello al derivar de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles una legislación especial para las sociedades cooperativas se acentúa aún más la 

confusión sobre la temática. 

Ahora bien, al revisar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específicamente su artículo 25, 

podemos obtener las bases que nos permitan esclarecer un poco la confusión sobre el carácter que tienen las 

sociedades cooperativas, puesto que dicho artículo consagra que la economía de México se sustenta en la 

actividad de tres tipos de empresas claramente diferenciadas y delimitadas, adscritas a los sectores público, 

privado y social, respectivamente. Cada una de ellas con una lógica de funcionamiento interno especial y una 

finalidad económica claramente diferenciada, por lo que al revisar dicho artículo podremos observar que su 

párrafo tercero prevé que: 

“Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social 

y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de 

la nación.” 

Al segundo sector mencionado pertenecen las sociedades cooperativas, según se encuentra previsto en el mismo 

artículo en su párrafo octavo. 

“La Ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad económica 

del sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que 

pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las formas de 

organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente 

necesarios.” 

Por lo cual, podemos sustentar que si constitucionalmente se hace la aclaración del sector al cual pertenecen 

dichas sociedades no es posible disentir en una ley general lo que alude a su naturaleza. A partir de lo anterior, 

se consideró que a fin de otorgar seguridad jurídica al marco cooperativo era necesario definir con toda 

precisión en la ley lo relativo a los actos cooperativos para que a partir de ello pudiese contrastarse la diferencia 

entre las sociedades mercantiles, las asociaciones civiles y las sociedades cooperativas, así como la naturaleza 

de sus respectivos actos. 

En conclusión, si bien las sociedades cooperativas tienen un fin primordialmente económico como lo tienen los 

demás tipos de sociedades conforme se establece en la legislación civil, dicho fin se encuentra orientado al 

bienestar de sus socios y no únicamente al aumento de sus ganancias. Por tanto si conforme la legislación 

vigente se les reconoce una naturaleza jurídica de “sociedad” es importante señalar en la ley que las sociedades 

cooperativas tienen ciertas particularidades que las hacen distintas a las del tipo mercantil, por ello el proyecto 

de nueva ley tiene como uno de sus principales objetivos terminar con la incertidumbre que ha perseguido a las 

sociedades cooperativas respecto su naturaleza, concluyéndose a partir de los argumentos anteriores que las 

sociedades cooperativas no son sociedades mercantiles ni civiles, sino sociedades cooperativas, con naturaleza 

distinta a la de las anteriores figuras asociativas. 

Por lo expuesto, someto a la consideración del pleno, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley General de Sociedades Cooperativas 

Único. Se expide la Ley General de Sociedades Cooperativas, para quedar como sigue: 

Ley General de Sociedades Cooperativas 



 
  

Título Primero 

Capítulo I  

Disposiciones generales 

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del párrafo octavo del artículo 25 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente a las sociedades cooperativas; es de orden público, interés 

social y de observancia general en el territorio nacional. 

Tiene por objeto regular el fomento, la constitución, organización, funcionamiento, disolución y liquidación de 

las sociedades cooperativas y los organismos cooperativos en que libremente se agrupen; así como estipular los 

derechos y obligaciones de sus socias y socios. 

Artículo 2o. La sociedad cooperativa, como parte integrante del sector social de la economía, es una forma de 

organización social autónoma sin fines de lucro, integrada por personas que se unen voluntariamente aportando 

sus recursos y/o trabajo para realizar actividades licitas y satisfacer necesidades y aspiraciones económicas, 

sociales y culturales en común, basada en los principios cooperativos reconocidos por la presente ley; con el 

objeto de procurar el bienestar y mejorar la calidad de vida de sus integrantes. 

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

I. Acta Constitutiva, al documento social en el que se establecen las bases constitutivas o estatutos sociales 

referentes a la constitución, organización y funcionamiento de la sociedad cooperativa; 

II. Actos Cooperativos: a los actos realizados entre las cooperativas y sus socios o por las cooperativas entre 

sí en cumplimiento de su objetivo social y quedan sometidos al derecho cooperativo; 

III. Ahorro, a la captación de recursos a través de depósitos de dinero proveniente de socias y socios de las 

sociedades cooperativas; 

IV. Movimiento cooperativo nacional, al sistema cooperativo y a todas las organizaciones e instituciones de 

asistencia técnica del cooperativismo a nivel nacional. Su máximo representante será el Consejo Superior del 

Cooperativismo; 

V. Organismos Cooperativos, a las uniones, federaciones y confederaciones que sean integradas por las 

sociedades cooperativas; 

VI. Préstamo, a la colocación y entrega de los recursos captados entre socias y socios de las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo; 

VII. Remanentes, a la diferencia entre el total de ingresos menos el total de costos y gastos del ejercicio, los 

cuales se consignarán en el estado de resultados y en el balance general; 

VIII. Secretaría, a la Secretaría de Economia; 

IX. Sector Cooperativo, a la estructura económica, social y jurídica que conforman las sociedades 

cooperativas, sus organismos de representación y de articulación económica y social, como parte integrante 

del Movimiento Cooperativo Nacional; 



 
  

X. Sistema Cooperativo, a la estructura económica y social que integran las sociedades cooperativas y los 

organismos cooperativos; y 

XI. Socia y/o socio, a la persona que de manera voluntaria forma parte de la sociedad y hubiese cubierto su 

aportación social en los términos de la presente ley y sus estatutos. 

Artículo 4o. Para su funcionamiento, las sociedades cooperativas deberán observar los siguientes principios: 

I. Membresía abierta y voluntaria; 

II. Control democrático de los miembros; 

III. Participación económica de los miembros; 

IV. Autonomía e independencia; 

V. Educación, formación e información; 

VI. Cooperación entre cooperativas; 

VII. Compromiso con la comunidad; 

VIII. Compromiso con el medio ambiente y la ecologia. 

Artículo 5o. El importe total de las aportaciones que las socias y socios de nacionalidad extranjera efectúen al 

capital de las sociedades cooperativas, no rebasará el porcentaje máximo estipulado en la Ley de Inversión 

Extranjera. 

Las personas extranjeras no desempeñarán cargos de dirección o administración en las sociedades cooperativas, 

además deberán cumplir con lo descrito por la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 6o. Las sociedades cooperativas se podrán dedicar libremente a cualquier actividad económica lícita. 

Artículo 7o. Para la resolución de las controversias que se susciten con motivo de la interpretación y aplicación 

de la presente ley, serán competentes los tribunales civiles, tanto federales como del fuero común. 

Artículo 8o. Las personas jurídicas que simulen constituirse en sociedades cooperativas o usen indebidamente 

las denominaciones alusivas a las mismas, serán nulas de pleno derecho y estarán sujetas a las sanciones que 

establezcan las leyes respectivas. 

Quienes celebren actos simulados en nombre de alguna sociedad cooperativa, responderán personalmente del 

cumplimiento de los mismos en forma solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, 

penales, administrativas o de cualquier índole en que hubieren incurrido. 

Para lo no previsto en la presente ley, se aplicará de manera supletoria la Ley General de Sociedades 

Mercantiles, en tanto no se oponga a la naturaleza, organización y funcionamiento de las sociedades 

cooperativas. 

Título Segundo 



 
  

Capítulo I  

De la constitución y registro 

Artículo 9o. En la constitución de las sociedades cooperativas, cuando menos se observará lo siguiente: 

I. Se reconocerá un voto por cada socia o socio, independientemente de sus aportaciones; 

II. Serán de capital variable; 

III. Habrá igualdad esencial en derechos y obligaciones de sus socias y socios; 

IV. Tendrán duración indefinida; 

V. Se integrarán con un mínimo de cinco socias o socios; excepto las sociedades cooperativas de ahorro y 

préstamo, las que deberán constituirse cuando menos con veinticinco personas; y 

VI. Podrán asociar un número ilimitado de socias y/o socios. 

Artículo 10. La constitución de sociedades cooperativas deberá realizarse en asamblea general que celebren las 

personas interesadas, en dicho evento se deberá redactar un acta que cuando menos contendrá lo siguiente: 

I. Datos generales de las personas fundadoras; 

II. Nombre de las personas que hayan resultado electas para integrar por primera vez los consejos y 

comisiones; y 

III. Las bases constitutivas. 

Las socias y socios deberán acreditar su identidad y ratificar su voluntad de constituir la sociedad cooperativa y 

de ser suyas las firmas o las huellas digitales que obran en el acta constitutiva, lo cual podrán hacer ante notario 

o corredor público, juez de distrito, juez de primera instancia en la misma materia del fuero común, presidente 

municipal, secretario, delegado municipal o titular de las Alcaldias de la Ciudad de México, en cualquier caso, 

del lugar en donde la sociedad cooperativa tenga su domicilio. 

Artículo 11. A partir del momento de la firma del acta constitutiva, las sociedades cooperativas contarán con 

personalidad jurídica, tendrán patrimonio propio y podrán celebrar actos jurídicos y contratos, así como 

asociarse libremente con personas físicas y/o personas jurídicas colectivas para la consecución de su objeto 

social. 

El acta constitutiva de la sociedad cooperativa de que se trate, deberá ser inscrita en el Registro Público de la 

Propiedad y de Comercio, fecha a partir de la cual surtirá efectos contra terceros; así como en el Padrón 

Nacional de Sociedades Cooperativas a cargo del Instituto que corresponda a su domicilio social. 

La secretaría elaborará y mantendrá actualizada la estadística nacional de sociedades cooperativas. 

Las sociedades cooperativas que tengan participación estatal podrán inscribir su acta constitutiva en el Instituto 

Nacional de la Economía Social, siempre que la autoridad federal, estatal, municipal o de las Alcaldias de la 

Ciudad de México, manifieste expresamente su autorización para dar en administración o concesión los 

elementos necesarios para la producción o prestación de servicios. 



 
  

Artículo 12. Las sociedades cooperativas podrán adoptar el régimen de responsabilidad limitada o 

suplementada de las socias y socios. La responsabilidad será limitada, cuando las socias o socios solamente se 

obliguen al pago de los certificados de aportación que hubieren suscrito. Será suplementada, cuando las socias o 

socios respondan de manera proporcional por las operaciones sociales, hasta por la cantidad determinada en el 

acta constitutiva. 

Artículo 13. El régimen de responsabilidad de las socias y socios que se adopte, surtirá efectos a partir de la 

inscripción del acta constitutiva en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio. Entretanto, todas las 

socias y los socios responderán en forma subsidiaria por las obligaciones sociales que se hubieren generado con 

anterioridad a dicha inscripción. 

Las personas que realicen actos jurídicos como representantes o mandatarios de una sociedad cooperativa no 

inscrita en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, responderán del cumplimiento de las 

obligaciones sociales frente a terceros, subsidiaria, solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de las 

responsabilidades civiles, penales, administrativas o de cualquier índole en que hubieren incurrido. 

Artículo 14. Las bases constitutivas de las sociedades cooperativas cuando menos contendrán lo siguiente: 

I. Denominación y domicilio social; 

II. Duración, la cual podrá ser indefinida; 

III. Objeto social, expresando cada una de las actividades a desarrollar; 

IV. Los regímenes de responsabilidad limitada o suplementada de sus socias y socios, debiendo expresar el 

régimen adoptado en su denominación; 

V. Forma de constituir o incrementar el capital social; expresión del valor de los certificados de aportación y 

su forma de pago; 

VI. Requisitos y procedimientos para la admisión, así como las causales de exclusión y separación voluntaria 

de las socias y socios; 

VII. Forma de constituir los fondos sociales, su objeto, monto y criterios para su aplicación; 

VIII. Duración del ejercicio social, que deberá coincidir con el año calendario, con excepción del primer 

ejercicio el cual podrá ser irregular; 

IX. Forma en que en su caso el personal deberá caucionar los fondos y bienes a su cargo; 

X. El procedimiento para convocar y formalizar las asambleas generales ordinarias y extraordinarias; 

XI. Derechos y obligaciones de las socias y socios, y en su caso mecanismos de conciliación y arbitraje en 

caso de conflicto; 

XII. Formas de dirección y administración interna, así como sus atribuciones y responsabilidades; 

Las bases constitutivas de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, además de lo anterior deberán 

de contener, lo siguiente: 



 
  

XIII. El procedimiento para la elección de consejeros y designación de funcionarios de primer nivel; 

XIV. Los requisitos que deberán cumplir las personas que sean electas como consejeros y los designados 

como funcionarios; 

XV. Las obligaciones de los consejeros, así como lo relativo a las obligaciones de los funcionarios de primer 

nivel; 

XVI. Los lineamientos y objetivos generales de los programas de capacitación que se impartirían a las 

personas electas como consejeros; tomando en cuenta la complejidad de las operaciones y la región en la que 

opera la Sociedad Cooperativa de Ahorro y Préstamo; y 

Será nula de pleno derecho cualquier cláusula o estipulación contenida en las bases constitutivas que vaya en 

contraposición a lo estipulado en esta ley. 

Artículo 15. Las modificaciones de las bases constitutivas, deberán inscribirse en el Registro Público de la 

Propiedad y de Comercio, así como en el Instituto Nacional de la Economía Social. 

Capítulo II  

De los distintos tipos y categorías de sociedades cooperativas 

Artículo 16. Forman parte del sistema cooperativo los siguientes tipos de sociedades cooperativas: 

I. De consumidores de bienes y/o servicios; 

II. De productores de bienes y/o servicios; y 

III. De ahorro y préstamo. 

Artículo 17. Son sociedades cooperativas de consumidores, aquéllas que se integran por personas físicas, que se 

asocian con el objeto de obtener en común artículos, bienes y/o servicios para ellos, sus hogares o sus 

actividades de producción. 

Artículo 18. Las sociedades cooperativas de consumidores podrán dedicarse a actividades de abastecimiento, 

distribución, así como a la obtención de servicios de educación, salud, vivienda, cultura, recreación, y de todas 

aquellas necesidades básicas para mejorar la calidad de vida de sus socias y socios, pudiendo realizar 

operaciones con el público en general, siempre que se permita a las personas consumidoras afiliarse a las 

mismas, en el plazo que establezcan sus bases constitutivas. 

Artículo 19. Son sociedades cooperativas de productores, aquellas que se integran por personas físicas que se 

asocian para trabajar en común en la producción de bienes y/o servicios, aportando su trabajo personal, físico o 

intelectual. Independientemente del tipo de producción a la que estén dedicadas. 

Artículo 20. En las sociedades cooperativas de productores cuya complejidad administrativa, tecnológica y 

operativa lo requiera, podrá nombrarse una comisión técnica y un administrador general, previo acuerdo de la 

asamblea general. La estructura y funciones de éstos serán definidas en las bases constitutivas. 

Para la remoción de cualquiera de los integrantes de la comisión técnica o del administrador, se requerirá del 

acuerdo de las dos terceras partes de la asamblea general. 



 
  

Artículo 21. Son sociedades cooperativas de ahorro y préstamo aquéllas que se integran por personas físicas y 

morales, y tienen por objeto realizar operaciones de captación de ahorro de sus socios y colocación de 

préstamos entre los mismos. 

Se regirán por la presente ley, así como por la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas 

de Ahorro y Préstamo. 

Artículo 22. Los términos caja, caja popular, caja cooperativa, caja de ahorro, caja solidaria, caja comunitaria, 

cooperativa de ahorro y crédito, cooperativa de ahorro y préstamo u otras que expresen ideas semejantes en 

cualquier idioma, que permita suponer la realización de actividades de ahorro y préstamo, sólo serán usadas en 

la denominación de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, o de sus Organismos Cooperativos, ya 

sea como palabras simples o como parte de palabras compuestas. 

Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo deben utilizar en su denominación, las palabras “Sociedad 

Cooperativa de Ahorro y Préstamo”, seguidas del régimen de responsabilidad adoptado o de sus abreviaturas 

“SC de AP de RL” o “SC de AP de RS” según corresponda. 

Las cajas de ahorro a que hace mención la legislación laboral, no estarán sujetas a las disposiciones de la 

presente ley. 

Artículo 23. Para efectos de la presente ley, se establecen las siguientes categorías de sociedades cooperativas: 

I. De Participación Social. Las que para su funcionamiento sólo requieren de su constitución legal, cuyo 

patrimonio sea aportado por sus socias y socios; y 

II. De Participación Estatal. Las que una vez constituidas legalmente, se asocian con autoridades federales, 

estatales, o municipales, o de las Alcaldias de la Ciudad de México, para la explotación de unidades de 

producción de bienes o servicios públicos, otorgadas en concesión o administración, o para financiar 

proyectos de desarrollo económico, a niveles local, regional o nacional. 

Capítulo III  

Del funcionamiento y administración 

Artículo 24. De manera general, la dirección, administración y vigilancia interna de las sociedades cooperativas 

estará a cargo de los siguientes órganos: 

I. La asamblea general; 

II. El consejo de administración; 

III. El consejo de vigilancia; y 

IV. Las comisiones y comités establecidos en esta ley, así como las demás que designe la asamblea general. 

V. Tratándose de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, además de los citados órganos, en las 

fracciones I a IV anteriores, deberán contar, cuando menos con: 

a) Comité de Crédito o su equivalente; 

b) Un director o gerente general, y 



 
  

c) Un auditor Interno. 

La Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, podrá establecer 

excepciones a lo establecido esta fracción, dependiendo del tamaño y Nivel de Operación de la Cooperativa. 

Artículo 25. La asamblea general es la autoridad suprema al interior de las sociedades cooperativas, sus 

acuerdos deberán tomarse por mayoría de votos, los cuales obligan a todos los socios, aún a los ausentes o 

disidentes. Sus decisiones no podrán estar por encima de la ley, ni las bases constitutivas. 

En las bases constitutivas se podrán establecer los asuntos para los que su aprobación se requiera una mayoría 

calificada. 

Artículo 26. La asamblea general establecerá las reglas generales que deben normar el funcionamiento social, y 

además de las facultades que le concede la presente ley y sus bases constitutivas, resolverá de manera 

enunciativa y no limitativa sobre los siguientes asuntos: 

I. Aceptación, exclusión y separación voluntaria de socias y socios; 

II. Modificación de las bases constitutivas; 

III. Aumento o disminución del valor de los certificados de aportación, del patrimonio y capital social de la 

sociedad cooperativa; 

IV. Nombramiento, reelección o remoción con motivo justificado de las personas integrantes del consejo de 

administración y del consejo de vigilancia, 

V. Informes de los consejos que deberán contener la situación financiera de la sociedad; 

VI. Responsabilidad de las personas integrantes de los consejos, para el efecto de solicitar la aplicación de las 

sanciones en que incurran, o, en su caso, efectuar la demanda o denuncia correspondiente; 

VII. Reparto de remanentes; 

VIII. Disolución y liquidación de la sociedad cooperativa; 

IX. Tratándose de las Cooperativas de Producción y de Consumo, además conocerá de los siguientes asuntos: 

a. Elección en su caso de la persona o personas en quienes recaerá la representación legal de la sociedad 

cooperativa, métodos para otorgar mandatos en general, así como la aplicación de la firma social; 

b. En su caso, percepción de anticipos de remanentes entre socias y socios 

c. Los criterios y lineamientos para que el personal contratado por la sociedad cooperativa se incorpore 

como socia o socio de la misma. 

X. En el caso de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, además de los asuntos contenidos en las 

fracciones I a VIII, conocerá sobre: 

a. Aprobación de compensaciones a directivos; 



 
  

b. Aquellos establecidos en la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro 

y Préstamo. 

Artículo 27. Las asambleas generales, serán ordinarias o extraordinarias. 

Las asambleas ordinarias deberán ser convocadas por lo menos una vez al año dentro de los primeros cuatro 

meses; las extraordinarias se realizarán en cualquier momento, podrán convocarlas el Consejo de 

Administración, el de Vigilancia o del 20% del total de los socios. 

Las asambleas deberán ser convocadas, con por lo menos 7 días naturales de anticipación, debiendo ser 

exhibida en un lugar visible del domicilio social de la sociedad cooperativa; misma que deberá contener la 

respectiva orden del día; también podrá ser difundida por medios electrónicos y a través del órgano local más 

adecuado, dando preferencia al periódico cuando exista en el lugar del domicilio social de la sociedad 

cooperativa, cuando exista en el lugar del domicilio social de la cooperativa. 

De tener filiales en lugares distintos, se difundirá también en esos lugares. Se convocará en forma directa por 

escrito a cada socio, cuando así lo determine la asamblea general. 

Si no atendiera la mayoría de los socios convocados a la primera convocatoria, se convocará por segunda vez 

con por lo menos cinco días naturales de anticipación, en ese caso, la asamblea podrá celebrarse con el número 

de socias y socios que concurran, siendo válidos los acuerdos que se tomen, siempre y cuando estén apegados a 

lo estipulado en esta ley y en las bases constitutivas de la sociedad cooperativa. 

De tener filiales en lugares distintos, la convocatoria se difundirá también en esos lugares. Se convocará en 

forma directa por escrito a cada socia y socio, cuando así lo determine la asamblea general. 

Artículo 28. Las bases constitutivas podrán autorizar el voto por carta poder otorgada ante la presencia de dos 

testigos, debiendo recaer la representación en una socia o socio de la misma sociedad cooperativa, sin que la 

persona mandataria pueda representar a más de dos socias o socios. Salvo por lo dispuesto en el artículo 

siguiente. 

Artículo 29. Cuando el número de socias y socios superen los quinientos, o residan en localidades distintas a 

aquélla en que deba celebrarse la asamblea, ésta podrá efectuarse con personas socias delegadas elegidas por 

cada una de las áreas de trabajo, sucursales o unidades operativas. 

Las personas socias delegadas deberán designarse para cada asamblea y cuando representen áreas foráneas, 

llevarán mandato expreso por escrito sobre los distintos asuntos que contenga la convocatoria y teniendo tantos 

votos como socias y socios representen. 

Las bases constitutivas fijarán el procedimiento para que cada sección, área operativa, sucursal o zona de 

trabajo designe en una asamblea a sus personas delegadas. 

Artículo 30. De manera alternativa, las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, podrán establecer en sus 

bases constitutivas la participación de delegados electos por los Socios para que asistan a las asambleas a que se 

refiere la presente ley, en representación de los propios socios. El sistema para la elección de delegados que al 

efecto se establezca en sus bases constitutivas, deberá garantizar la representación de todos los Socios de 

manera proporcional con base a las zonas o regiones en que se agrupen las sucursales u otras unidades 

operativas. 



 
  

Artículo 31. Las actas de las Asambleas Generales Ordinarias de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y 

Préstamo, serán protocolizadas ante fedatario público y en su caso inscritas en el Registro Público del 

Comercio. 

Artículo 32. El consejo de administración será el órgano ejecutivo de la asamblea general, contará con la 

representación legal de la sociedad cooperativa y la firma social. 

En caso de que las sociedades cooperativas de producción y consumo lo requieran, podrán nombrar una persona 

como administrador general, director o gerente general, cuyas funciones se establecerán en la presente ley y en 

las bases constitutivas de la sociedad. 

La persona que funja como administrador general, director o gerente general de las sociedades cooperativas de 

producción o de consumo, estará encargada de la operación de la sociedad cooperativa, deberá ser socia de la 

cooperativa, ser electa por la asamblea general y contar con los conocimientos en materia financiera, 

administrativa y tecnológica, que la propia sociedad cooperativa establezca en sus bases constitutivas. 

Artículo 33. El nombramiento de las personas integrantes del consejo de administración se hará por medio de la 

asamblea general, conforme al sistema establecido en esta ley y en las bases constitutivas. Durarán en su 

encargo un máximo de cinco años, pudiendo ser reelectos con aprobación de la asamblea general. 

Tratándose de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, los consejeros podrán fungir por un periodo 

de hasta cinco años, según se establezca en sus bases constitutivas, con posibilidad de una sola reelección hasta 

por otro periodo similar cuando así lo apruebe la asamblea. 

Sus ausencias temporales serán suplidas en el orden progresivo de sus designaciones. 

Para garantizar la continuidad en los procesos de toma de decisiones del consejo de administración, en las bases 

constitutivas de la sociedad cooperativa se deberá estipular un sistema de renovación cíclica y parcial de los 

consejeros. 

Artículo 34. El Consejo de Administración de las sociedades cooperativas de producción y consumo, estará 

integrado por lo menos, por una persona que funja como presidente, una como secretario y una como vocal. 

El Consejo de Administración de las cooperativas de ahorro y préstamo, estará integrado por no menos de cinco 

ni más de quince consejeros, que desempeñarán los cargos de presidente, secretario y vocales. se deberá contar 

con al menos tres consejeros suplentes. 

Artículo 35. Para desempeñar el papel de consejero en las Cooperativas de Ahorro y Préstamo, las personas 

deberán observar lo siguiente: 

I. Acreditar la experiencia y los conocimientos mínimos que en materia financiera y administrativa establezca 

la propia cooperativa en sus bases constitutivas; 

II. No desempeñar simultáneamente otro cargo como dirigente, funcionario o empleado en la cooperativa de 

que se trate, así como en otras cooperativas de ahorro y préstamo distintas a los organismos de integración; 

III. No desempeñar un cargo público de elección popular o de dirigencia partidista; 

IV. No estar inhabilitado para ejercer cualquier cargo, comisión o empleo en el sistema financiero mexicano; 



 
  

V. No tener parentesco por consanguinidad hasta el primer grado, afinidad hasta el segundo grado, o civil con 

la persona que funja como director o gerente general, o con alguna persona integrante del Consejo de 

Administración o de Vigilancia de la sociedad cooperativa; 

VI. No estar sentenciado por delitos patrimoniales dolosos; y 

VII. Las demás atribuciones estipuladas en la presente ley, en las bases constitutivas y las que sean 

determinadas por la asamblea general. 

La asamblea general deberá conocer y evaluar el perfil de las personas candidatas a ocupar el cargo de 

consejeras, para lo cual podrá hacerse llegar de la documentación e información que estime necesaria, debiendo 

tomar en consideración su historial crediticio. 

Artículo 36. El Consejo de Administración de las Sociedades Cooperativas de Producción y Consumo, tendrá 

las facultades que expresamente establezcan las bases constitutivas, las que la asamblea general determine, y la 

firma social para las funciones de la operación de la sociedad cooperativa. 

Para el desempeño de sus funciones, deberá reunir los requisitos establecidos en las bases constitutivas y 

contará con las obligaciones y atribuciones que a continuación se enlistan: 

I. Representará a la sociedad cooperativa en los actos que determinen las bases constitutivas, de conformidad 

con los mandatos que para tal efecto se hayan otorgado; 

II. Administrará las operaciones de la sociedad cooperativa, de conformidad con los poderes conferidos; 

III. Aplicará las políticas de la sociedad cooperativa, actuando en todo momento con apego a las bases 

constitutivas y a la normatividad aplicable; 

IV. Presentará a la asamblea general, un informe anual sobre su gestión; 

V. Presentará los informes sobre la situación financiera y administrativa que guarda la sociedad cooperativa; 

VI. Preparará y propondrá para su aprobación, los planes y el presupuesto para cada ejercicio; 

VII. Presentará los estados financieros para su conocimiento; 

VIII. Aplicará los reglamentos y manuales operativos, de igual manera, propondrá los ajustes y 

modificaciones que considere necesarios; 

IX. Vigilará la correcta elaboración y actualización de los libros y registros contables y sociales de la 

cooperativa; y 

X. Las demás atribuciones estipuladas en la presente ley, en las bases constitutivas y las que sean 

determinadas por la asamblea general. 

La persona que funja como administrador general, director o gerente general de las sociedades cooperativas 

de producción o de consumo, para el desempeño de sus funciones contará con las atribuciones establecidas en 

el presente artículo, además de las siguientes: 



 
  

XI. Asistirá con voz pero sin voto a las sesiones del consejo de administración y de las comisiones de la 

sociedad cooperativa; 

XII. Presentar al Consejo de Administración y Asamblea General de Socios un informe de administración. 

Artículo 37. El consejo de administración de las cooperativas de ahorro y préstamo tendrán las siguientes 

facultades: 

I. Establecer las políticas generales de administración de la sociedad cooperativa, así como las políticas para 

otorgamiento de préstamos; 

II. Acordar la creación de los comités que sean necesarios para el correcto desarrollo de las operaciones de la 

Cooperativa; 

III. Autorizar los reglamentos que propongan los comités respectivos y los que el propio consejo determine; 

IV. Instruir la elaboración y aprobar los manuales de administración y operación, así como los programas de 

actividades; 

V. Autorizar las operaciones que, de acuerdo a las bases constitutivas de la sociedad cooperativa y por su 

monto o importancia, necesiten de tal autorización; 

VI. Aprobar y hacer del conocimiento de la Asamblea General los estados financieros del ejercicio; 

VII. Informar a la asamblea sobre los resultados de su gestión cuando menos una vez al año; 

VIII. Atender las observaciones que sean señaladas por el Consejo de Vigilancia; 

IX. Nombrar al director o gerente general y acordar su remoción, en este último caso previa opinión del 

Consejo de Vigilancia, de acuerdo al procedimiento que establezcan las bases constitutivas de la sociedad 

cooperativa; 

X. El Consejo de Administración deberá conocer el perfil del candidato director o gerente general y se 

someterá a su consideración la documentación e información, que al efecto determine el consejo y permita 

evaluar la honorabilidad, capacidad técnica, historial crediticio y de negocios de los candidatos; 

XI. Otorgar los poderes que sean necesarios tanto al director o gerente general como a los funcionarios y 

personas que se requiera, para la debida operación de la sociedad cooperativa. Estos poderes podrán ser 

revocados en cualquier tiempo; 

XII. Aprobar los planes estratégicos de la sociedad cooperativa, así como los planes y presupuestos anuales, 

debiendo someterlos a consideración de la Asamblea general; y 

XIII. Las demás que esta ley, la asamblea o las bases constitutivas de la sociedad cooperativa determinen. 

Artículo 38. Los acuerdos sobre la administración de la sociedad, se deberán tomar por mayoría de los 

miembros del Consejo de Administración. 

Artículo 39. El consejo de vigilancia será el órgano encargado de supervisar el funcionamiento interno de la 

Cooperativa, así como el cumplimiento de sus estatutos y demás normatividad aplicable. 



 
  

Artículo 40. El Consejo de Vigilancia estará integrado por un número impar de personas que no podrá ser 

mayor de cinco y podra contar con igual número suplentes, mismos que desempeñarán los cargos de Presidente, 

Secretario y Vocales, designados en la misma forma que los del consejo de administración para cada tipo de 

sociedad cooperativa, ejerciendo su encargo por el mismo periodo. 

Artículo 41. El nombramiento de las personas integrantes del Consejo de Vigilancia, se hará por medio de la 

asamblea general, conforme a lo establecido en esta ley y en las bases constitutivas. 

Durarán en su cargo un máximo de cinco años, pudiendo ser reelectos como máximo hasta por otro periodo 

similar, con aprobación de las dos terceras partes de la asamblea general. 

Para garantizar la continuidad en los procesos de toma de decisiones del Consejo de Vigilancia, en las bases 

constitutivas de la sociedad cooperativa se podrá estipular un sistema de renovación cíclica y parcial de los 

consejeros. 

Artículo 42. El consejo de vigilancia ejercerá la supervisión de todas las actividades de la sociedad cooperativa 

y tendrá el derecho de veto sólo para que el consejo de administración reconsidere las resoluciones vetadas. 

El derecho de veto deberá ejercitarse ante el presidente del Consejo de Administración, en forma verbal e 

implementarse inmediatamente por escrito dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la de la resolución. 

Si fuese necesario, en los términos de esta ley, se convocará dentro de los siguientes treinta días, a una 

Asamblea General extraordinaria para la atención del conflicto. 

Los responsables de vigilancia no podrán participar en decisiones o actos administrativos. 

Artículo 43. Las cooperativas de ahorro y préstamo deberán contar con un director general o gerente general 

quien estará encargado de la operación de la sociedad cooperativa. 

Tendrá las facultades que expresamente establezcan las bases constitutivas y las que el Consejo de 

Administración y/o la asamblea general determinen. 

Para el desempeño de sus funciones, deberá reunir los requisitos establecidos en las bases constitutivas y 

contará con las obligaciones y atribuciones que a continuación se enlistan: 

I. Deberá contar con los conocimientos en materia financiera, administrativa y tecnológica, que la propia 

sociedad cooperativa establezca en sus bases constitutivas; 

II. Asistirá con voz pero sin voto a las sesiones del consejo de administración y de las comisiones de la 

sociedad cooperativa; 

III. Representará a la sociedad cooperativa en los actos que determinen las bases constitutivas o el consejo de 

administración, de conformidad con los mandatos que para tal efecto se hayan otorgado; 

IV. Ejecutará las operaciones de la sociedad cooperativa, de conformidad con los poderes conferidos; 

V. Aplicará las políticas de la sociedad cooperativa, actuando en todo momento con apego a las bases 

constitutivas y a la normatividad aplicable; 

VI. Presentará a la asamblea general y al consejo de administración, un informe anual sobre su gestión; 



 
  

VII. Presentará los informes sobre la situación financiera y administrativa que guarda la sociedad 

cooperativa; 

VIII. Preparará y propondrá para su aprobación, los planes y el presupuesto para cada ejercicio; 

IX. Presentará los estados financieros al Consejo de administración para su conocimiento y, en su caso, 

aprobación; 

X. Aplicará los reglamentos y manuales operativos, de igual manera, propondrá los ajustes y modificaciones 

que considere necesarios; 

XI. Vigilará la correcta elaboración y actualización de los libros y registros contables y sociales de la 

cooperativa; y 

XII. Las demás atribuciones estipuladas en la presente ley, en las bases constitutivas y las que sean 

determinadas por el Consejo de Administración y/o La asamblea general. 

Capítulo IV  

De las socias y socios 

Artículo 44. Esta ley y las bases constitutivas de cada sociedad cooperativa, determinarán deberes, derechos, 

aportaciones, causas de exclusión de socios y demás requisitos. En todo caso, deberán observarse las siguientes 

disposiciones: 

I. La obligación de consumir o utilizar los servicios que las sociedades cooperativas de consumidores brindan 

a sus socias y socios; 

II. En las sociedades cooperativas de producción, la prestación del trabajo personal de las socias y socios 

podrá ser físico, intelectual o de ambos; 

III. Las sanciones a las socias y socios de las sociedades cooperativas cuando no concurran a las asambleas 

generales, juntas o reuniones que establece la presente ley; éstas deberán considerar las responsabilidades 

familiares; 

IV. Las sanciones contra la falta de honestidad de socias y socios y personas dirigentes en su conducta o en el 

manejo de fondos que les hayan sido encomendados, sin perjuicio de las acciones civiles y/o penales en que 

incurran; 

V. Los estímulos a las socias y socios que cumplan con sus obligaciones; 

VI. Los mecanismos para garantizar la participación de las socias y socios en los consejos de administración 

y de vigilancia, en las comisiones, y demás órganos de la sociedad cooperativa, en condiciones de igualdad y 

sin discriminación; y 

VII. La oportunidad de ingreso a las mujeres, en particular a las que tengan bajo su responsabilidad a una 

familia. 

Artículo 45. Los socios gozarán, al menos, de los siguientes derechos: 



 
  

I. Participar con voz y voto en la Asamblea General sobre bases de igualdad, disponiendo un solo voto por 

socio, independientemente de sus aportaciones; 

II. Ser elegidos para desempeñar cargos en los órganos de la sociedad cooperativa; 

III. Utilizar los servicios de la sociedad cooperativa. 

IV. Recibir educación cooperativa; 

V. Formular denuncias por incumplimiento de esta ley o las bases constitutivas; 

VI. Participar en los remanentes que la Asamblea General determine como repartibles, en su caso; 

VII. Recibir el reembolso de los certificados de aportación que estuvieren pagados, por cualquier causa de 

terminación de membresía con la sociedad cooperativa, de acuerdo a los términos y condiciones establecidos 

en la Ley y las Bases Constitutivas, cuando las condiciones económicas de la sociedad así lo permita. 

Artículo 46. Las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo en sus bases constitutivas deberán prever que 

los Socios podrán solicitar el retiro de sus aportaciones y ahorros en la Sociedad en cualquier tiempo, siempre y 

cuando no existan operaciones activas pendientes, en cuyo caso deberán liquidarlas previamente, mediante pago 

o compensación. 

Para el caso de exclusión operará el mismo principio que el párrafo anterior. 

Igualmente se establecerá que, en el caso de que varios de los Socios soliciten al mismo tiempo el retiro de sus 

aportaciones y ahorros, la Cooperativa podrá fijar plazos para la entrega de los montos solicitados, de acuerdo a 

la disponibilidad de capital de trabajo y al índice de capitalización que deba mantener la Sociedad. 

Artículo 47. Los socios deberán cumplir, al menos, con las siguientes obligaciones: 

I. Cubrir su parte social; 

II. Cumplir sus obligaciones en las comisiones que hayan sido electos. 

III. Ejercer su derecho de voz y voto. 

Artículo 48. Las sociedades cooperativas de productores podrán contar con personal asalariado, únicamente en 

los casos siguientes: 

I. Cuando las circunstancias extraordinarias o imprevistas de la producción o los servicios así lo exijan; 

II. Para la ejecución de obras determinadas; 

III. Para trabajos eventuales o por tiempo determinado o indeterminado, distintos a los requeridos para el 

cumplimiento del objeto social de la sociedad cooperativa; 

IV. Para la sustitución temporal de un socio hasta por seis meses; 

V. Por la necesidad de incorporar personal especializado altamente calificado; y 



 
  

VI. Cuando la sociedad cooperativa requiera por necesidades de expansión admitir a más socias o socios, el 

consejo de administración tendrá la obligación de emitir una convocatoria para tal efecto, teniendo 

preferencia para ello, sus personas trabajadoras, a quienes se les valorará por su antigüedad, desempeño, 

capacidad y, en su caso, por su especialización o por ser jefa de familia. 

Ante una inconformidad en la selección, la persona que se considere agraviada podrá acudir ante la comisión 

de conciliación y arbitraje de la sociedad cooperativa, si existiere, misma que deberá resolver por escrito en 

un término no mayor a veinte días naturales, independientemente de poder ejercer la acción legal que a su 

derecho convenga. 

VII. Las demás cooperativas podrán contar con trabajadores, cuando así lo requiera su servicio prestado, sin 

más limitaciones que las establecidas en las legislaciones laborales. 

Artículo 49. Serán causas de exclusión de una socia o socio: 

I. La falta de cumplimiento en forma reiterada de los principios y valores cooperativistas; 

II. Incurrir reiteradamente, sin causa justificada, en ineficiencias en sus funciones establecidas en las bases 

constitutivas, que repercutan en detrimento de las metas y objetivos acordados por los órganos competentes 

de la sociedad cooperativa; y 

III. Infringir en forma reiterada las disposiciones de esta ley, de las bases constitutivas o del reglamento de la 

sociedad cooperativa, las resoluciones de la asamblea general o los acuerdos del consejo de administración o 

de las personas que funjan como gerentes o comisionadas. 

A la socia o socio que se vaya a sujetar a proceso de exclusión, se le deberá notificar por escrito en forma 

personal, explicando los motivos y fundamentos de esta determinación, concediéndole un término de veinte días 

naturales para que manifieste por escrito lo que a su derecho convenga ante el consejo de administración o ante 

la comisión de conciliación y arbitraje, si existiere, de conformidad con las disposiciones de las bases 

constitutivas o del reglamento interno de la sociedad cooperativa. 

Cuando una socia o socio considere que su exclusión ha sido injustificada, podrá ocurrir ante los órganos 

jurisdiccionales señalados en el artículo 7 de la presente ley. 

Capítulo V  

Del régimen económico 

Artículo 50. El capital de las sociedades cooperativas se integrará con las aportaciones de las socias y socios, 

con los remanentes que la asamblea general acuerde destinar para incrementarlo y las donaciones, subsidios, 

herencias y legados recibidos a favor de la cooperativa. 

Artículo 51. Las aportaciones podrán hacerse en efectivo, bienes, derechos o trabajo y estarán representadas por 

certificados que serán nominativos, indivisibles y de igual valor. 

La valoración de las aportaciones que no sean en efectivo, se hará con base en lo dispuesto en las bases 

constitutivas o al tiempo de ingresar la socia o socio por acuerdo entre éste y el consejo de administración, con 

la aprobación de la asamblea general. 

La socia o socio podrá transmitir los derechos patrimoniales que amparan sus certificados de aportación, en 

favor de la persona beneficiaria que designe para el caso de su muerte. Las bases constitutivas de la sociedad 



 
  

cooperativa determinarán los requisitos para que también se puedan conferir derechos cooperativos a la persona 

beneficiaria. 

Artículo 52. Cada socia y socio deberá aportar por lo menos el valor de un certificado. Se podrá pactar la 

suscripción de certificados voluntarios por los cuales se percibirá el interés que fije el consejo de administración 

de acuerdo con las posibilidades económicas de la sociedad cooperativa. 

Al constituirse la sociedad cooperativa o al ingresar la socia o socio a ella, será obligatorio el pago de cuando 

menos el diez por ciento, del valor del certificado de aportación. 

Artículo 53. El certificado de aportación deberán contener, mínimo los siguientes requisitos: 

I. El nombre y domicilio del socio; 

II. La denominación y domicilio de la sociedad; 

III. El valor nominal de la aportación; 

IV. Tipo de certificado (obligatorio o voluntario); 

V. Número de control y registro que deberá llevar la sociedad cooperativa; 

VI. La firma autógrafa del presidente, secretario del Consejo de Administración o del Administrador General 

en su caso. 

Dicho requisito podrá llevarse a cabo a través de firma impresa o facsímil siempre y cuando sean registradas las 

firmas de los consejeros respectivos, mediante cualquiera de los siguientes trámites: 

a) Mediante procedimiento ante juez de primera instancia, en vía de jurisdicción voluntaria, de la cual se 

ordenará su inscripción en el registro público de la propiedad y comercio, o; 

b) A través de ratificación de firmas que se lleve ante notario público, para su inscripción el registro público de 

la propiedad y comercio. 

Artículo 54. Cuando la asamblea general acuerde reducir el capital aportado por mediante certificados 

voluntarios, se hará la devolución a las socias y socios que posean mayor número de certificados de aportación, 

o a prorrata, si todas las socias y socios son poseedores de un número igual de certificados. 

Cuando el acuerdo sea en el sentido aumentar el capital obligatorio, todos las socias y socios quedarán 

obligados a suscribir el aumento, en la forma y términos que acuerde la asamblea general. 

Capítulo VI  

De los fondos y reservas sociales 

Artículo 55. Las sociedades cooperativas deberán constituir los siguientes fondos sociales: 

I. De reserva; 

II. De previsión social; y 



 
  

III. De educación cooperativa. 

IV. De obra social. 

La determinación de los Fondos Sociales se hará sobre los remanentes del ejercicio. 

Artículo 56. Para el Fondo de Reserva se considerará lo siguiente: 

I. Se constituirá mínimo con la cantidad correspondiente al diez por ciento de los remanentes que obtengan 

las sociedades cooperativas en cada ejercicio social, hasta alcanzar el monto delimitado en las bases 

constitutivas; 

II. El monto delimitado, no será menor del diez por ciento del capital social en las sociedades cooperativas de 

consumo; del veinticinco por ciento del capital social en las sociedades cooperativas de producción y del diez 

por ciento de los activos totales en las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. 

III. Podrá ser afectado cuando lo requiera la sociedad para afrontar las pérdidas o restituir capital de trabajo, 

debiendo ser reintegrado al final del ejercicio social, con cargo a los remanentes; y 

IV. Será administrado por el consejo de administración con la aprobación del consejo de vigilancia y podrá 

disponer de él, para los fines que se consignan en la fracción anterior. 

Artículo 57. Para el fondo de previsión social se considerará los siguiente: 

I. Se constituirá con el porcentaje que acuerde la asamblea general sobre los remanentes al cierre de cada 

ejercicio social; este fondo es aplicable solo a las sociedades cooperativas de producción y de consumo. 

II. Se destinará a reservas para cubrir los riesgos y enfermedades profesionales, formar fondos de pensiones, 

jubilaciones, haberes de retiro de socias y socios, primas de antigüedad y para fines diversos que podrán 

cubrir gastos médicos, de funeral, subsidios por incapacidad, becas educacionales para las socias y socios así 

como sus hijas o hijos, guarderías infantiles, actividades culturales, deportivas, y otras prestaciones de 

previsión social de naturaleza análoga y en la medida de lo posible, el apoyo a la comunidad. 

III. Al inicio de cada ejercicio la asamblea ordinaria de la sociedad cooperativa, fijará las prioridades para la 

aplicación de este fondo, de conformidad con las perspectivas económicas de la sociedad cooperativa; y 

IV. Será administrada por el Consejo de Administración y ejecutado conforme a los planes y programas 

aprobados por la Asamblea General. 

V. Las prestaciones derivadas del fondo de previsión social, serán independientes de las prestaciones a que 

tengan derecho las socias y socios por su afiliación a los sistemas de seguridad social. 

Las sociedades cooperativas deberán afiliar a los sistemas de seguridad social a sus trabajadores, y podrán 

afiliar a socias y socios que aporten su trabajo personal y directo, e instrumentar las medidas de seguridad e 

higiene en el trabajo, así como de capacitación y adiestramiento, gozando de los beneficios dispuestos en la Ley 

del Seguro Social. 

Artículo 58. Para el Fondo de Educación Cooperativa se considerará lo siguientes: 



 
  

I. Se constituirá con el porcentaje que acuerde la asamblea general, el cual no podrá ser inferior al uno por 

ciento de los remanentes al cierre de cada ejercicio social; 

II. Se destinará para fomentar y promover la Educación Cooperativa y la relativa a la Economía Social y 

Solidaria; y 

III. Será Administrada por el Consejo de Administración y ejecutado conforme a los planes aprobados por la 

asamblea general. 

En todas las sociedades cooperativas, será obligatoria la educación cooperativa y la relativa a la economía social 

y solidaria. 

Artículo 59. Para el Fondo de Obra Social se considerará lo siguiente: 

I. Se constituirá con el porcentaje que acuerde la asamblea general sobre los remanentes al cierre de cada 

ejercicio social; este fondo es aplicable únicamente a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. 

II. Se destinará para la realización de obras sociales, tales como actividades de salud, culturales, deportivas, 

recreativas, apoyos y beneficios en caso de fallecimiento e incapacidad total y otras prestaciones de 

naturaleza análoga y en la medida de lo posible, el apoyo a la comunidad, en los términos que establezcan las 

bases constitutivas y sus estatutos; 

III. Al inicio de cada ejercicio la asamblea ordinaria de la sociedad cooperativa, fijará las prioridades para la 

aplicación de este fondo, de conformidad con las perspectivas económicas; y 

IV. Será administrada por el Consejo de Administración y ejecutado conforme a los planes aprobados por la 

Asamblea General. 

Artículo 60. Constituidos los fondos legales, la Asamblea podrá determinar el reparto de remanentes entre sus 

socios, conforme a lo establecido en sus bases constitutivas y de acuerdo a lo siguiente: 

I. En las sociedades cooperativas de consumidores, los remanentes del ejercicio, se distribuirán en razón de 

las adquisiciones que las socias y socios hubiesen efectuado durante el ejercicio fiscal, y podrán ser en 

efectivo o en especie, según lo decida la asamblea general. 

En caso de que las personas consumidoras ingresen como asociadas a las sociedades cooperativas de 

consumo, los excedentes generados por sus compras se aplicarán a cubrir y pagar su certificado de 

aportación. 

Si dichas personas no retirasen en el plazo de un año los remanentes a que tienen derecho, ni hubiesen 

presentado solicitud de ingreso a las sociedades cooperativas, los montos correspondientes se aplicarán a los 

fondos de reserva, previsión social y educación cooperativa, según lo determinen las bases constitutivas de 

dichas sociedades. 

II. En las sociedades cooperativas de productores, los remanente del ejercicio se repartirán de acuerdo con el 

trabajo físico o intelectual aportado durante el año, tomando en cuenta que dicho trabajo puede evaluarse a 

partir de los siguientes factores: calidad, tiempo, nivel técnico, competencia cooperativista, escolaridad, así 

como factores particulares de cada tipo de sociedad cooperativa. 



 
  

Título Tercero 

Fusión, Escisión, Transmisión de Activos y Pasivos, Disolución y Liquidación 

Capítulo I  

De la fusión 

Artículo 61. La fusión deberá ser decidida por cada sociedad cooperativa, en asamblea general extraordinaria y 

por acuerdo de cuando menos las tres cuartas (¾) partes de los socios que conformen el quórum. 

Para los efectos de la formalización de la fusión, se deberá seguir el mismo trámite que esta Ley establece para 

su constitución. 

Artículo 62. Los acuerdos sobre fusión se inscribirán en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del 

domicilio de las sociedades que hayan de fusionarse. 

Artículo 63. La fusión no podrá tener efecto sino tres meses después de haberse efectuado la inscripción 

prevenida en el artículo anterior. 

Durante dicho plazo, cualquier acreedor de las sociedades que se fusionan, podrá oponerse judicialmente en la 

vía ordinaria, a la fusión, la que se suspenderá hasta que cause ejecutoria la sentencia que declare que la 

oposición es infundada. 

Transcurrido el plazo señalado sin que se haya formulado oposición, se dará por terminada la fusión y la 

sociedad que subsista o la que resulte de la fusión, tomará a su cargo los derechos y las obligaciones de las 

sociedades extinguidas. 

La fusión tendrá efecto en el momento de la inscripción, si se pactare el pago de todas las deudas de las 

sociedades que hayan de fusionarse, o se constituyere el depósito de su importe en una institución de crédito, o 

constare el consentimiento de todos los acreedores. A este efecto, las deudas a plazo se darán por vencidas. 

Capítulo II  

De la escisión 

Artículo 64. Se da la escisión cuando una sociedad cooperativa denominada escindente decide extinguirse y 

divide la totalidad o parte de su activo, pasivo y capital social en dos o más partes, que son aportadas en bloque 

a otras sociedades de nueva creación denominadas escindidas; o cuando la escindente, sin extinguirse, aporta en 

bloque parte de su activo, pasivo y capital social a otra u otras sociedades de nueva creación. 

La escisión se regirá por lo siguiente: 

I. Sólo podrá acordarse por resolución de la asamblea de socios u, por la mayoría de tres cuartas partes; 

II. Las partes sociales de la sociedad que se escinda deberán estar totalmente pagadas; 

III. Cada uno de los socios de la sociedad escindente tendrá inicialmente una proporción del capital social de 

las escindidas, igual a la de que sea titular en la escindente; 

IV. La resolución que apruebe la escisión deberá contener: 



 
  

a) La descripción de la forma, plazos y mecanismos en que los diversos conceptos de activo, pasivo y 

capital social serán transferidos; 

b) La descripción de las partes del activo, del pasivo y del capital social que correspondan a cada sociedad 

escindida, y en su caso a la escindente, con detalle suficiente para permitir la identificación de éstas; 

c) Los estados financieros de la sociedad escindente, que abarquen por lo menos las operaciones realizadas 

durante el último ejercicio social, debidamente dictaminados por auditor externo. 

Corresponderá a los administradores de la escindente, informar a la asamblea sobre las operaciones que se 

realicen hasta que la escisión surta plenos efectos legales; 

d) La determinación de las obligaciones que por virtud de la escisión asuma cada sociedad escindida. Si una 

sociedad escindida incumpliera alguna de las obligaciones asumidas por ella en virtud de la escisión, 

responderán solidariamente ante los acreedores que no hayan dado su consentimiento expreso, la o las 

demás sociedades escindidas, durante un plazo de tres años contado a partir de la última de las 

publicaciones a que se refiere la fracción V, hasta por el importe del activo neto que les haya sido atribuido 

en la escisión a cada una de ellas; si la escindente no hubiere dejado de existir, ésta responderá por la 

totalidad de la obligación; y 

e) Los proyectos de bases constitutivas de las sociedades escindidas. 

V. La resolución de escisión deberá protocolizarse ante notario e inscribirse en el Registro Público de 

propiedad y de Comercio. Asimismo, deberá publicarse en el periódico oficial del estado del municipio del 

domicilio social de la cooperativa y en uno de los periódicos de mayor circulación del domicilio de la 

escindente, un extracto de dicha resolución que contenga, por lo menos, la síntesis de la información a que se 

refieren los incisos a) y d) de la fracción IV de este artículo, indicando claramente que el texto completo se 

encuentra a disposición de socios y acreedores en el domicilio social de la sociedad durante un plazo de 

cuarenta y cinco días naturales contado a partir de que se hubieren efectuado la inscripción y ambas 

publicaciones; 

VI. Durante el plazo señalado, cualquier socio o grupo de socios que representen por lo menos el veinte por 

ciento del capital social o acreedor que tenga interés jurídico, podrá oponerse judicialmente a la escisión, la 

que se suspenderá hasta que cause ejecutoria la sentencia que declara que la oposición es infundada, se dicte 

resolución que tenga por terminado el procedimiento sin que hubiere procedido la oposición o se llegue a 

convenio, siempre y cuando quien se oponga diere fianza bastante para responder de los daños y perjuicios 

que pudieren causarse a la sociedad con la suspensión; 

VII. Cumplidos los requisitos y transcurrido el plazo a que se refiere la fracción V, sin que se haya 

presentado oposición, la escisión surtirá plenos efectos; para la constitución de las nuevas sociedades, bastará 

la protocolización de sus estatutos y su inscripción en el Registro Público la propiedad y de Comercio; 

VIII. Los Socios que voten en contra de la resolución de escisión gozarán del derecho a separarse de la 

sociedad. 

IX. Cuando la escisión traiga aparejada la extinción de la escindente, una vez que surta efectos la escisión se 

deberá solicitar del Registro Público de Comercio la cancelación de la inscripción de las bases constitutivas; 

Capítulo III  

Transmisión de activos y pasivos 



 
  

Artículo 65. Las sociedades cooperativas podrán transmitir activos y pasivos a otra sociedad cooperativa, bajo 

los siguientes supuestos: 

La transmisión de activos y pasivos deberá ser aprobada por la sociedad cooperativa cedente, por su parte la 

cesionaria deberá aceptar la transmisión de los derechos por acuerdo del Consejo de Administración. 

Capítulo IV  

De la disolución y liquidación 

Artículo 66. Las sociedades cooperativas se disolverán por cualquiera de las siguientes causas: 

I. Por la voluntad de las dos terceras partes de los socios; 

II. Por la disminución de socios a menos de lo establecido en esta Ley, conforme a su tipo; 

III. Porque llegue a consumarse su objeto; 

IV. Porque el estado económico de la sociedad cooperativa no permita continuar las operaciones, y 

V. Por la resolución ejecutoriada dictada por los órganos jurisdiccionales competentes. 

Artículo 67. La liquidación se practicará con arreglo a las estipulaciones relativas en las Bases Constitutivas o a 

la resolución que tomen los socios al acordarse o reconocerse la disolución de la sociedad, en Asamblea General 

de Socios, en la cual se nombrará a uno o más liquidadores. 

Articulo 68. La liquidación estará a cargo de uno o más liquidadores, quienes serán representantes legales de la 

sociedad y responderán por los actos que ejecuten. 

Si por cualquier motivo el nombramiento de los liquidadores no se hiciere en los términos que fija este Artículo, 

lo hará la autoridad judicial a petición de cualquier socio. 

En caso de ser varios liquidadores, deberán obrar conjuntamente. 

Hecho el nombramiento de los liquidadores, el Órgano de Administración entregará a los liquidadores y ante 

Fedatario Público, todos los bienes, libros y documentos de la sociedad cooperativa en un plazo máximo de 

cinco días hábiles, levantándose en todo caso un inventario del activo y pasivo. 

Salvo el acuerdo de los socios o las disposiciones de las Bases Constitutivas, los liquidadores tendrán las 

siguientes facultades: 

I. Concluir las operaciones sociales que hubieren quedado pendientes al tiempo de la disolución; elaborar un 

estado financiero y un inventario en un plazo máximo de treinta días hábiles contados a partir de su 

nombramiento; 

II. Cobrar lo que se deba a la sociedad y pagar lo que ella deba; 

III. Vender los bienes de la sociedad; 

IV. Liquidar a cada socio su haber social; 



 
  

V. Practicar el balance final de la liquidación, que deberá someterse a la discusión y aprobación de los socios, 

en la forma que corresponda, según la naturaleza de la sociedad. 

El balance final, una vez aprobado, se depositará en el Registro Público de Comercio; 

VI. Obtener del Registro Público de Comercio la cancelación de la inscripción de las bases constitutivas, una 

vez concluida la liquidación. 

Artículo 69. En caso de que las sociedades cooperativas deseen constituirse en otro tipo de sociedad o 

asociación, deberán disolverse y liquidarse previamente. 

Artículo 70. Los liquidadores, serán considerados como parte en el proceso de liquidación, vigilarán que los 

fondos de reserva y de previsión social y, en general, el activo de la sociedad cooperativa disuelta, tengan su 

aplicación conforme a lo dispuesto en esta ley. 

Artículo 71. En los casos de quiebra o suspensión de pagos de las sociedades cooperativas, los órganos 

jurisdiccionales aplicarán las disposiciones contenidas en la Ley de Concursos Mercantiles. 

Título Cuarto 

Capítulo I  

De los organismos cooperativos 

Artículo 72. Para la ejecución de planes de mejora, apoyo a la comercialización y financiamiento y, en general 

para todo aquello que tienda a dar cumplimiento cabal al ciclo económico y sus funciones, las sociedades 

cooperativas de productores y consumidores podrán asociarse entre sí, previo acuerdo de su asamblea general. 

Los organismos cooperativos adoptarán la figura jurídica de cooperativas y podrán agrupar un mínimo de cinco 

sociedades cooperativas, con las salvedades propias a su naturaleza; su objeto social es el de representar, 

promover y defender los intereses de las sociedades cooperativas asociadas, así como las actividades 

económicas que estas realicen; asimismo, fungir como organismos de consulta del Estado. 

Para los efectos de esta ley, son organismos cooperativos los siguientes: 

I. Uniones y federaciones; 

II. Confederaciones; y 

III. El Consejo Superior del Cooperativismo. 

Las uniones y federaciones se constituirán como sociedades cooperativas de segundo nivel; las confederaciones 

como sociedades cooperativas de tercer nivel, y el Consejo Nacional Cooperativo, como sociedad cooperativa 

de cuarto nivel de carácter único. 

Artículo 73. Los organismos cooperativos deben utilizar en su denominación social la palabra “Unión”, 

“Federación”, “Confederación” o “Consejo Superior del Cooperativismo” según corresponda. 

Asimismo, deberán constituirse ante fedatario público, e inscribir su acta constitutiva en el Registro Público de 

la Propiedad y el Comercio y en el Padrón Nacional de Sociedades Cooperativas del Instituto Nacional de la 

Economía Social. 



 
  

Artículo 74. Las uniones y federaciones pueden dedicarse libremente a cualquier actividad económica lícita, a 

excepción de las dispuestas por la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro 

y Préstamo, y se agruparán de la siguiente forma: 

I. Las federaciones podrán agrupar a sociedades cooperativas de la misma rama de actividad económica; 

II. Las uniones podrán agrupar a sociedades de distintas ramas de actividad económica; y 

III. Las confederaciones nacionales se podrán constituir con varias uniones o federaciones, de por lo menos 

diez entidades federativas. 

Los organismos cooperativos podrán concertar con otras personas físicas o personas jurídicas colectivas, con 

organizaciones integrantes del sector social de la economía, o con otros organismos públicos, privados y 

sociales, nacionales o internacionales, todo tipo de convenios o acuerdos permanentes o temporales, para el 

mejor cumplimiento de su objeto social, pudiendo igualmente convenir la realización de una o más operaciones 

en forma conjunta, para lo cual deberán establecer con claridad cuál de las organizaciones coaligadas asumirá la 

gestión o responsabilidad ante terceros. 

En ninguna circunstancia, los cargos en los consejos de administración y de vigilancia de los organismos 

cooperativos podrán ser asumidos por personas que no tengan el carácter de socias. 

Artículo 75. Las confederaciones fungirán como instancias de planeación, organización y desarrollo de sus 

organismos cooperativos asociados, y como órgano de consulta y colaboración del Estado para el diseño, 

divulgación y ejecución de las políticas, programas, e instrumentos para el fomento y desarrollo de la 

organización y expansión, de la actividad económica de las sociedades cooperativas. 

Las confederaciones nacionales se constituirán con por lo menos diez uniones o federaciones, de por lo menos 

diez entidades federativas, con excepción de las federaciones de sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, 

las cuales se agruparán en una sola confederación nacional. 

Artículo 76. Las disposiciones establecidas por esta ley serán aplicables a los organismos cooperativos; sus 

actividades son las propias de su objeto social, no tendrán fines de lucro y se abstendrán de lo siguiente: 

I. Constituirse con personas físicas; 

II. Aplicar las obligaciones de las cooperativas en materia de distribución de excedentes; 

III. Nombrar una persona que funja como administradora única y a una como comisionada de vigilancia; 

IV. Transmitir derechos patrimoniales derivados de los certificados de aportación; 

V. Constituir fondos sociales; 

VI. Emitir sanciones fuera de las establecidas en sus bases constitutivas o reglamentos internos; 

VII. Realizar actividades político partidistas o religiosas a nombre de la sociedad cooperativa; 

VIII. Realizar operaciones de manera directa o indirecta con personas no asociadas; 

IX. Realizar operaciones que sustituyan las actividades o transgredan los intereses de sus asociados; y 



 
  

X. Realizar aportaciones en el capital social de sus asociados. 

Artículo 77. Las sociedades cooperativas determinarán las funciones de las federaciones y uniones; éstas a su 

vez, las de las confederaciones; y éstas últimas las del Consejo Superior del Cooperativismo. 

Las bases constitutivas de los organismos cooperativos, además de satisfacer lo dispuesto en el artículo 14 de 

esta ley, deberán incluir las siguientes funciones: 

I. Coordinar, representar y defender los intereses de sus asociados ante las instituciones gubernamentales y 

ante cualquier otra persona física o persona jurídica colectiva; 

II. Fomentar los valores y principios cooperativos mediante la educación y formación cooperativa; así como 

promover programas de desarrollo social; 

III. Impulsar programas para la constitución de nuevas sociedades cooperativas; 

IV. Actuar como mediadores, conciliadores y árbitros en los conflictos que se presenten entre sus integrantes, 

entre las sociedades cooperativas y sus socias o socios o entre las sociedades cooperativas y los mismos 

organismos cooperativos, a petición formal de cualquiera de sus asociadas y asociados; 

V. Impulsar esquemas de autorregulación y supervisión; 

VI. Gestionar la aplicación de programas de fomento cooperativo ante las instituciones. Siendo las 

sociedades cooperativas con menos socios y recursos la prioridad de esta gestión; 

VII. Planear, promover y realizar programas de desarrollo económico y social para sus asociados; 

VIII. Gestionar la aplicación de programas de fomento cooperativo ante las instituciones gubernamentales; 

IX. Fomentar la educación cooperativa, así como la formación de capacidades y competencias laborales de 

sus asociadas y asociados, personas directivas y empleadas; 

X. Prestar servicios de asesoría jurídica, fiscal, auditoría, contable, técnica, organizacional y/o para la 

formulación de proyectos; 

XI. Promover el desarrollo de cadenas productivas y de valor agregado; 

XII. Apoyar la investigación sobre las materias que incidan en las actividades propias de su objeto; 

XIII. Procurar la solidaridad y cooperación entre sus asociadas y asociados; 

XIV. Difundir los valores y principios cooperativos y las experiencias exitosas; 

XV. Contratar personas e integrar personal comisionado a los organismos integrantes; y 

XVI. Las demás atribuciones estipuladas en la presente ley, en las bases constitutivas y las que sean 

determinadas por la asamblea general. 



 
  

Artículo 78. El Consejo Superior del Cooperativismo, es el máximo órgano integrador y de representación, 

promoción y defensa en el ámbito nacional e internacional del Movimiento Cooperativo Nacional, de carácter 

único, constituido conforme a lo dispuesto en esta ley y para los fines que en ella se establecen. 

Se constituye como una sociedad cooperativa de cuarto nivel y podrá asociar a todas las confederaciones 

nacionales constituidas conforme a la ley, que en forma voluntaria decidan hacerlo. 

Los organismos e instituciones de asistencia técnica al Movimiento Cooperativo Nacional, podrán afiliarse 

voluntariamente y participar en las asambleas generales con voz pero sin voto. 

Artículo 79. Para la constitución, organización, operación y funcionamiento del Consejo Superior del 

Cooperativismo, deberá observarse lo previsto en el Capítulo I del presente Título. 

Además de las establecidas para los organismos cooperativos, el Consejo Superior del Cooperativismo tendrá 

las siguientes funciones: 

I. Desempeñarse como órgano de consulta y colaboración de los diferentes niveles de gobierno para el 

diseño, divulgación, ejecución y evaluación de las políticas, programas, e instrumentos, para el fomento y 

desarrollo de la organización y expansión de la actividad económica de las sociedades cooperativas; 

II. Formular recomendaciones a los diferentes niveles de gobierno, encargados de la ejecución de las 

políticas públicas de fomento cooperativo; 

III. Colaborar con el Servicio de Administración Tributaria, emitiendo opinión sobre actos de simulación, 

respecto de constitución y operación de sociedades cooperativas y organismos cooperativos; 

IV. Establecer y actualizar el Sistema Nacional de Educación Cooperativa; 

V. Establecer y operar el Sistema Nacional de Capacitación Cooperativa; 

VI. Colaborar con la Secretaría, para la inclusión de temas que se relacionen con la economía social y el 

cooperativismo, en negociaciones de tratados comerciales nacionales e internacionales y la promoción del 

comercio justo; 

VII. Efectuar investigaciones sobre aspectos o ramos específicos de la actividad de las sociedades 

cooperativas y los relacionados con el Sector Cooperativista Nacional, por cuenta propia, o en asociación con 

los organismos e instituciones de asistencia técnica; 

VIII. Prestar los servicios que determinen sus bases constitutivas en beneficio de sus afiliados, dentro de los 

niveles de calidad y condiciones que se determinen conjuntamente con las confederaciones; 

IX. Designar el árbitro o árbitros, o los conciliadores, cuando los organismos cooperativos se lo soliciten; 

X. Solicitar a las confederaciones y a los organismos de asistencia técnica, reportes anuales sobre la 

operación y los resultados de los programas y acciones que operen en beneficio de sus asociadas y asociados, 

de conformidad con las bases constitutivas del consejo; 

XI. Establecer relación con instituciones, organismos, asociaciones e instancias públicas y privadas, 

nacionales e internacionales, relacionadas con la economía social y el cooperativismo; 



 
  

XII. Crear estructuras para atender la incubación, formación, comercialización, desarrollo, actualización 

tecnológica, registro, regulación, financiamiento, vinculación, comunicación social y aquellas que permitan el 

desarrollo del sector y movimiento cooperativo mexicano, siempre en el marco de los valores y principios 

consagrados en esta ley; 

XIII. Establecer sus reglamentos internos; 

XIV. Convocar cada año, a la asamblea general del Consejo Superior del Cooperativismo, donde se informe 

acerca de las labores realizadas en el año anterior y su concepto sobre la situación económica del 

cooperativismo, así como el detalle de sus ingresos y egresos; 

XV. Llevar a cabo las demás actividades que se deriven de su naturaleza, de sus estatutos y las que les 

señalen otros ordenamientos legales; 

XVI. En sus bases constitutivas establecerá el objeto social, la estructura funcional, órganos de gobierno, 

derechos y obligaciones de los asociados, y todos aquellos elementos que le son propios a su naturaleza como 

organismo cooperativo de cuarto nivel; y 

XVII. Las demás que se establezcan en la ley. 

Artículo 80. Con el propósito de realizar procesos de diagnóstico, evaluación, planeación, programación y 

prospectiva que fortalezcan el Movimiento Cooperativista Mexicano, se celebrará cada dos años un Congreso 

Nacional Cooperativo, al que convocará el Consejo Superior del Cooperativismo, independientemente de 

asambleas, congresos especializados o foros que organicen las confederaciones o el propio Consejo Superior del 

Cooperativismo; o en caso de que este no emitiera convocatoria, podrá hacerse por acuerdo del veinte por ciento 

de sus integrantes. 

Capítulo II  

De los organismos cooperativos de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo 

Artículo 81. Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo deberán agruparse de manera obligatoria en los 

siguientes organismos cooperativos de integración y representación: 

I. Federaciones; y 

II. Confederación nacional. 

Artículo 82. Las federaciones se constituirán con la agrupación de un mínimo de cinco y un máximo de 

cincuenta sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, fungiendo como los organismos cooperativos de 

integración y representación de segundo grado. 

Artículo 83. La confederación nacional se constituirá con la agrupación de todas las federaciones de sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo, fungiendo como el organismo cooperativo nacional de integración y 

representación de tercer grado del sector cooperativo financiero. 

La confederación agrupará a todas las federaciones y será un órgano de consulta y colaboración del Estado para 

el diseño, difusión y ejecución de las políticas, programas e instrumentos para el fomento y desarrollo de las 

sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y sus organismos cooperativos. 



 
  

Artículo 84. Las federaciones y la confederación, como organismos cooperativos de integración y 

representación de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, serán instituciones con personalidad 

jurídica y patrimonio propios, adoptarán jurídicamente la naturaleza cooperativa sin fines de lucro. 

Artículo 85. Las actividades de las federaciones y de la confederación serán las propias de su objeto social y 

tendrán prohibido lo siguiente: 

I. Realizar actividades políticas partidistas; 

II. Invertir en el capital de sociedades cooperativas de ahorro y préstamo; y 

III. Afiliar a personas físicas o personas jurídicas colectivas y realizar operaciones de manera directa o 

indirecta con el público. 

Artículo 86. Las federaciones y la confederación, podrán realizar las siguientes funciones: 

I. Fungir como representantes legales de sus organizaciones afiliadas, ante personas físicas, personas 

jurídicas colectivas, organismos, autoridades e instituciones tanto nacionales como extranjeras; 

II. Proporcionar entre otros, los servicios de asesoría técnica, legal, financiera y de capacitación; 

III. Promover la superación y capacidad técnica y operativa de sus organizaciones afiliadas, así como de sus 

dirigentes y personas empleadas; 

IV. Promover la homologación de manuales, procedimientos, reglamentos y políticas, así como sistemas 

contables e informáticos entre sus organizaciones afiliadas; y 

V. Llevar un registro de sus organizaciones afiliadas y publicarlo periódicamente por los medios que 

consideren convenientes. 

Artículo 87. Las federaciones y la confederación, en su reglamento interior, al menos deberán estipular lo 

siguiente: 

I. Procedimiento general para la admisión, suspensión y exclusión de organizaciones afiliadas; 

II. Los derechos y obligaciones de las organizaciones afiliadas; 

III. Procedimiento general para determinar las cuotas que deberán aportar las organizaciones afiliadas; 

IV. Los mecanismos de solución voluntaria de controversias entre las organizaciones afiliadas; 

V. El programa de control y corrección interno para prevenir conflictos de interés y uso indebido de 

información; y 

VI. Los procedimientos aplicables para el caso de que las organizaciones afiliadas incumplan sus 

obligaciones. 

Artículo 88. La confederación y las federaciones contarán, al menos, con los siguientes órganos e instancias de 

dirección, administración y vigilancia: 



 
  

I. Asamblea general; 

II. Consejo directivo; 

III. Una persona que funja como directora general o gerente general; y 

IV. Un consejo de vigilancia. 

Artículo 89. La asamblea general será el órgano supremo de la federación y deberá integrarse con al menos una 

persona representante de cada una de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo afiliadas, con voz y 

voto, la cual será electa democráticamente entre sus socias y socios por un periodo de tres años, con posibilidad 

de una sola reelección. 

La federación podrá establecer en sus estatutos un sistema de representación proporcional en el que se asignará 

a cada sociedad cooperativa de ahorro y préstamo afiliada, el número de votos que proporcionalmente le 

correspondan, considerando el número de socias y socios y/o activos totales de cada sociedad. En ningún caso 

una sociedad cooperativa podrá tener más del veinte por ciento del total de votos en la asamblea general de la 

federación. 

Para ser persona representante de la sociedad cooperativa ante la asamblea general de la federación, será 

indispensable contar con una antigüedad mínima de un año como socia o socio de la sociedad y, 

preferentemente, ser una persona dirigente o funcionaria de primer nivel de la misma. 

A las asambleas generales de las federaciones deberá acudir con voz pero sin voto un representante de la 

confederación. 

Artículo 90. La asamblea general será el órgano supremo de la confederación y deberá integrarse con al menos 

un representante, con voz y voto, de cada una de las federaciones afiliadas. 

La confederación podrá establecer en sus estatutos un sistema de representación proporcional en el que se 

asignará a cada federación afiliada, el número de votos que proporcionalmente le correspondan, considerando el 

número de socias y socios y/o activos totales de cada federación. En ningún caso una federación podrá tener 

más del veinte por ciento del total de votos en la asamblea general de la confederación. 

Para ser representante de la federación ante la asamblea general de la confederación, será indispensable contar 

con una antigüedad mínima de un año como socia o socio de una sociedad cooperativa afiliada a la federación 

y, preferentemente, ser persona dirigente o funcionaria de primer nivel de la propia federación o de alguna de 

sus cooperativas afiliadas. 

Artículo 91. El consejo directivo de las federaciones y de la confederación, según corresponda, será el órgano 

de gobierno responsable de la administración general y de los negocios, y de que se cumpla el objeto social del 

respectivo organismo cooperativo. 

El consejo directivo de las federaciones y de la confederación estará integrado por no menos de cinco personas 

ni más de quince, quienes serán nombrados o, en su caso, removidos por la asamblea general del respectivo 

organismo cooperativo, debiendo cumplir al menos con los requisitos que para ser consejero de una sociedad 

cooperativa de ahorro y préstamo. 



 
  

Las personas consejeras de las federaciones y de la confederación fungirán por un periodo máximo de cinco 

años, con posibilidad de una sola reelección cuando así lo aprueben por lo menos las dos terceras partes de la 

respectiva asamblea general. 

Para garantizar la continuidad en los procesos de toma de decisiones del consejo directivo, en las bases 

constitutivas de las federaciones y de la confederación, se deberá establecer un sistema de renovación cíclica y 

parcial de sus personas consejeras. 

Para ser persona consejera de las federaciones y de la confederación, será indispensable contar con una 

antigüedad mínima de un año como socia o socio de una sociedad cooperativa. 

El consejo directivo de las federaciones y de la confederación se integrará y funcionará de acuerdo a lo 

establecido en las propias bases constitutivas de cada organismo, sujetándose a lo estipulado en esta ley. 

Dichos consejos tendrán la representación de sus respectivos organismos cooperativos, así como las facultades 

que determinen sus bases constitutivas, entre las cuales deberán considerarse al menos las siguientes: 

I. Designar una persona que funja como directora o gerente general; 

II. Establecer las facultades de representación; y 

III. Designar a una o más personas comisionadas que se encarguen de administrar las secciones 

especializadas que constituyan los propios organismos. 

Asimismo, el consejo directivo de las federaciones y de la confederación podrán establecer los reglamentos y 

manuales operativos a los cuales deberán ajustarse sus órganos de dirección, administración y vigilancia. 

Artículo 92. El consejo de vigilancia de las federaciones y de la confederación, según corresponda, será el 

órgano encargado de supervisar el funcionamiento interno del organismo cooperativo, así como el 

cumplimiento de sus estatutos y demás normatividad aplicable. 

El consejo de vigilancia de las federaciones y de la confederación estará integrado por no menos de tres ni más 

de cinco personas, quienes serán nombradas o, en su caso, removidas por la asamblea general del respectivo 

organismo cooperativo, debiendo cumplir al menos con los requisitos para ser consejero de una sociedad 

cooperativa de ahorro y préstamo. 

Las personas integrantes del consejo fungirán por un periodo máximo de cinco años con posibilidad de una 

reelección, cuando así lo aprueben por lo menos las dos terceras partes de la respectiva asamblea general. 

Para garantizar la continuidad en los procesos de toma de decisiones del consejo de vigilancia, en las bases 

constitutivas de las federaciones y de la confederación, se deberá establecer un sistema de renovación cíclica y 

parcial de sus consejeros. 

Para ser una persona integrante del consejo de vigilancia, será indispensable contar con una antigüedad mínima 

de un año como socia o socio de una sociedad cooperativa. 

El consejo de vigilancia de las federaciones y de la confederación se integrará y funcionará de acuerdo a lo 

establecido en las bases constitutivas de cada organismo, sujetándose a lo señalado por la presente ley. 



 
  

Artículo 93. La persona que funja como directora o gerente general de las federaciones y de la confederación, 

será nombrada por el respectivo consejo directivo del organismo cooperativo, debiendo someterlo a ratificación 

de su propia asamblea general. 

Las federaciones y la confederación deberán establecer en sus bases constitutivas, los requisitos, facultades y 

obligaciones de la persona que funja como directora o gerente general, debiendo aplicar al menos lo señalado 

para las personas gerentes o directoras generales de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo. 

Artículo 94. Para el sostenimiento y operación de las federaciones y de la confederación, el respectivo consejo 

directivo determinará las cuotas que deban pagar cada una de las organizaciones afiliadas, tomando como base 

los procedimientos aprobados por la asamblea general en el respectivo reglamento interior de cada organismo 

cooperativo. 

Artículo 95. De manera voluntaria las cooperativas de ahorro y préstamo podrán formar parte de cooperativas 

centrales, las cuales se constituirán con un mínimo de cinco Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, 

teniendo como objeto organizar en común y en mayor escala, los servicios financieros, económicos y 

asistenciales de interés de las asociadas integrando y orientando sus actividades, así como facilitando la 

utilización recíproca de los servicios. 

Además de lo estipulado en esta ley, las cooperativas centrales se regirán por lo dispuesto en la Ley para 

Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 

Título Quinto 

Capítulo I  

De la política de fomento cooperativo 

Artículo 96. Con el objeto de atender lo dispuesto por el párrafo octavo del artículo 25 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde a los gobiernos federal, estatal, municipal y de las 

Alcaldias de la Ciudad de México, la elaboración, ejecución, y evaluación de políticas públicas orientadas a 

promover y fomentar la actividad cooperativa y de los organismos cooperativos, así como la difusión de los 

valores y principios en que se sustenta. 

Para tales efectos, el fomento cooperativo deberá orientarse conforme a las siguientes bases: 

I. Apoyo a la organización, constitución, desarrollo e integración de las propias sociedades cooperativas y de 

sus organismos cooperativos, como medios para la organización social orientados a una mayor participación 

de la población en actividades económicas, el impulso del empleo digno y sustentable, redistribución del 

ingreso, la equidad de género y el desarrollo económico y social sustentable del país; 

II. Promoción de la economía social y cooperativista en la producción, distribución, comercialización y 

financiamiento de los bienes y servicios que generan y que sean socialmente necesarios; 

III. Desarrollar acciones que propicien mayor participación de las empresas del sector social en la economía 

nacional; 

IV. Implantación de acciones de control, vigilancia y prevención de acciones de simulación que se realizan 

por medio del uso de sociedades cooperativas con la finalidad de evadir responsabilidades laborales, fiscales, 

económicas y sociales; 



 
  

V. Apoyar con los programas operados por la autoridad educativa para el establecimiento de un sistema de 

educación y capacitación cooperativa, que genere mecanismos de difusión de la cultura del cooperativismo, 

basada en la organización social, humanista, autogestiva y democrática del trabajo, incluyendo el desarrollo 

de competencias técnicas y profesionales, las virtudes éticas y las habilidades organizacionales de las 

sociedades cooperativas. 

Para el efecto, se apoyarán a las escuelas, institutos y organismos especializados en educación cooperativa y 

las actividades que en este sentido realicen las universidades o instituciones de educación superior en el país; 

VI. Impulso a la proveeduría de bienes y servicios que produzcan las sociedades cooperativas a los diferentes 

niveles de gobierno, observando las modalidades y tendencias internacionales; 

VII. Establecimiento de acciones que propicien que las empresas que se encuentren en crisis sean adquiridas 

por parte de sus trabajadores, por medio de su constitución en sociedades cooperativas; 

VIII. Fomento de proyectos de acceso a las tecnologías de la información y la comunicación; 

IX. Respaldo al financiamiento de proyectos de investigación científica en materia cooperativa; 

X. Impulso para el acceso a estímulos e incentivos para la integración de las sociedades cooperativas, entre 

otras acciones, a los apoyos fiscales y de simplificación administrativa; 

XI. Incorporación del sector cooperativo en la formulación del Plan Nacional de Desarrollo y a las instancias 

de participación y de representación social de las diferentes dependencias y organismos de la administración 

pública federal, estatal, municipal y de las Alcaldias de la Ciudad de México; 

XII. Prestación de servicios de asesoría y asistencia técnica, legal y económica para la adecuada operación de 

las sociedades cooperativas y sus organismos cooperativos; 

XIII. Concesión o administración de bienes y/o servicios públicos a favor de las sociedades cooperativas y 

sus organismos cooperativos, por medio de alguna sociedad cooperativa de participación estatal; 

XIV. Impulso conjuntamente con las sociedades cooperativas y sus organismos cooperativos, de proyectos de 

desarrollo social de las comunidades donde operan; 

XV. Estímulo de la participación social en actividades de promoción, divulgación y financiamiento de 

proyectos cooperativos, de tal manera que se fomente la cultura del trabajo asociado, el consumo social y del 

ahorro, mediante sociedades cooperativas de producción, consumo y de ahorro y préstamo; 

XVI. Fortalecimiento de la organización y desarrollo de los organismos cooperativos que forman parte del 

Movimiento Cooperativista Nacional, como instancias de articulación del sector de promoción y 

acompañamiento de la economía social y cooperativista; 

XVII. Fomento de las acciones de coordinación y colaboración en materia cooperativa con la federación, los 

estados, municipios y las Alcaldias de la Ciudad de México; así como con países y organismos 

internacionales de carácter público, privado o social que fortalezcan el cooperativismo mexicano; 

XVIII. Impulso a la promulgación de leyes estatales y locales de fomento cooperativo; 



 
  

XIX. Todas aquellas que se consideren convenientes a efecto de fomentar el desarrollo de las sociedades 

cooperativas y de sus estructuras de integración económica y de representación gremial; y 

XX. Los demás que establezcan las Leyes. 

Artículo 97. La planeación y ejecución de las políticas y acciones de fomento a la actividad cooperativa 

deberán atender los siguientes criterios: 

I. El respeto a la naturaleza social del sistema cooperativo, así como a los valores y principios cooperativos 

establecidos en la presente ley; 

II. Reconocimiento de las sociedades cooperativas como organismos de utilidad pública para el bienestar 

común; 

III. Fomento de una mayor participación de la población en actividades económicas formales, la promoción 

de empleo y el desarrollo del país por medio de sociedades cooperativas; paro lo cual se establecerá en los 

programas económicos o financieros de los tres niveles de gobierno, presupuestos específicos para el fomento 

y desarrollo del cooperativismo, que no podrán ser menores al del ejercicio fiscal precedente; 

IV. La simplificación, precisión, transparencia, legalidad e imparcialidad de los actos y procedimientos 

administrativos; 

V. La observación de acuerdos, tratados y convenciones internacionales en materia de fomento a la actividad 

cooperativa; 

VI. Aplicación de instrumentos para el fomento, apoyo y estímulo a las sociedades cooperativas, 

considerando las tendencias internacionales de los países con los que México tenga mayor interacción; y 

VII. Para la asignación del presupuesto que incida en la actividad cooperativa mexicana y en los programas 

de apoyo técnico, económico, financiero o fiscal que establezca el gobierno federal, y que incida en la 

actividad de las sociedades cooperativas, se observará el establecimiento de derechos y preferencias hacia el 

sistema cooperativo tomando en cuenta la opinión del Consejo Superior del Cooperativismo. 

Artículo 98. Los gobiernos federal, estatal, municipal y el de las Alcaldias de la Ciudad de México, en el 

ámbito de sus respectivas competencias y con estricto apego a su autonomía política y administrativa, podrán: 

I. Impulsar la expedición de leyes en materia de fomento cooperativo; 

II. Celebrar con cualquier entidad de la administración pública en sus tres órdenes de gobierno, así como con 

los sectores social y privado, convenios y acuerdos de colaboración y coordinación que apoyen los objetivos 

y prioridades previstos en sus planes, políticas y programas de fomento a las sociedades cooperativas; 

III. Expedir las resoluciones fiscales que al efecto procedan, con el propósito de que todos los actos relativos 

a la constitución y registro de las sociedades cooperativas citados en la presente ley, queden exentos de 

impuestos o cargas fiscales; y 

IV. Las demás que señale esta ley y otras disposiciones del orden federal o local. 

Artículo 99. Las dependencias y entidades de la administración pública federal, en el ámbito de sus 

competencias, deberán implementar acciones de apoyo a las sociedades cooperativas. En particular, realizarán 



 
  

además de lo establecido en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en coordinación con los 

organismos cooperativos, las siguientes actividades: 

I. La celebración de convenios con los gobiernos estatales, municipales y de las Alcaldias de la Ciudad de 

México, así como con el sector social y privado, para establecer los programas y acciones de fomento que 

tengan por objeto el desarrollo económico del sistema cooperativo; 

II. Incentivar la incorporación de las sociedades cooperativas y sus organismos cooperativos en los 

programas de fomento regionales, sectoriales, institucionales y especiales; 

III. La celebración de convenios con los colegios de fedatarios públicos, con el objeto de apoyar la 

constitución de las sociedades cooperativas mediante el establecimiento de cuotas accesibles y equitativas; 

IV. La revisión, simplificación y, en su caso, adecuación de los trámites y procedimientos que incidan en la 

constitución, organización, funcionamiento y fomento de las sociedades cooperativas; 

V. Organización de sociedades cooperativas de producción y consumo en las organizaciones de trabajadores 

del país, así como programas de capacitación organizacional para la generación de autoempleo colectivo; 

VI. Promoción de sociedades cooperativas en los sectores de producción primaria, agroindustrial, 

alimentaria, transformación industrial, bioenergéticos, servicios de vivienda, salud, cultura, arte y recreación, 

tecnologías de la comunicación y la información, comunicaciones, transporte y servicios turísticos, entre 

otros; y 

VII. Acciones de difusión y comunicación social del Movimiento Cooperativo Nacional, así como de su 

importancia en el desarrollo económico y social del país. 

Artículo 100. A la Secretaría corresponde la vigilancia del adecuado cumplimiento de la presente ley; las 

políticas y programas federales de fomento de las sociedades cooperativas, que ejercerá sin perjuicio de las 

funciones de inspección y vigilancia que correspondan a otras dependencias de la administración pública 

federal, sobre los distintos tipos de sociedades cooperativas, de acuerdo a sus respectivas competencias legales, 

y con las que deberá actuar en coordinación. 

Artículo 101. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá, de común acuerdo con el Consejo Superior 

del Cooperativismo, con las confederaciones, federaciones y uniones, constituir fondos de garantía que 

apoyarán a las sociedades cooperativas en su acceso al crédito, mediante el otorgamiento de garantías que 

cubran el riesgo de los proyectos de inversión. 

Las sociedades nacionales de crédito podrán efectuar descuentos a las instituciones de crédito y a las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo para el otorgamiento en favor de las sociedades cooperativas, de créditos 

para la formulación y ejecución de proyectos de inversión, que incluyan los costos de los servicios de asesoría y 

asistencia técnica. 

Para la evaluación de la procedencia de los descuentos, las sociedades nacionales de crédito deberán considerar 

primordialmente la demostración de la factibilidad y rentabilidad de los proyectos de inversión, la solidez de la 

organización y la presentación y desarrollo de los planes económicos y operacionales de los organismos 

cooperativos. 

Transitorios 



 
  

Primero. La presente ley entrará en vigor a los treinta días siguientes al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley General de Sociedades Cooperativas, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el día 3 de agosto de 1994. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones legales y administrativas que se opongan a lo dispuesto por la 

presente ley. 

Cuarto. Para efectos de lo dispuesto en los artículos 11 y 16 de la presente ley, el Instituto Nacional de la 

Economía Social, deberá realizar las gestiones necesarias a efecto de llevar a cabo el registro de sociedades 

cooperativas, a partir del día en que entre en vigor la ley. 

Quinto. A más tardar en treinta días naturales posteriores al de la entrada en vigor de la presente ley, el Registro 

Público de Comercio deberá remitir al Instituto Nacional de la Economía Social, el listado y la documentación 

correspondiente a los registros de sociedades cooperativas que se encuentren en su poder para integrar el Padrón 

Nacional de Sociedades Cooperativas. 

Sexto. A elección de las personas interesadas, los asuntos relativos al registro de sociedades cooperativas y 

demás que estén en trámite, se podrán continuar hasta su terminación de conformidad con las disposiciones de 

la Ley General de Sociedades Cooperativas que se abroga, o cancelarse y, en caso procedente, iniciarse 

conforme a lo dispuesto en la presente ley. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de abril de 2019. 

Diputados: Graciela Sánchez Ortiz (rúbrica), Alejandro Carvajal Hidalgo (rúbrica), Julieta Krystal Vences 

Valencia, Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica), Beatriz Rojas Martínez (rúbrica), María Guadalupe Roman 

Ávila, Marco Antonio Carbajal Miranda (rúbrica), María de los Dolores Padierna Luna, Felipe Rafael Arvizu de 

la Luz y Nancy Yadira Santiago Marcos (rúbrica). 

 


